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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, siete (7) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

                                                   

AUTO NO:                         1230 

RADICACIÓN: 25307-33-33-002-2020-00081-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE:                   DORIS SANDOVAL SÁNCHEZ     

DEMANDADO:               SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE - SENA  

 

El Despacho analiza la demanda de la referencia y al respecto se observa que no reúne 

todos los requisitos legales. 

 

De manera que de conformidad con el artículo 170 del C.P.A.C.A, se le CONCEDE a 

la parte actora un término de DIEZ (10) DÍAS para CORREGIR la demanda de nulidad 

y restablecimiento del derecho en los siguientes aspectos: 

 

1. Deberá estimar la cuantía de la demanda atendiendo a lo prescrito en el inciso 5 

del artículo 157 de la Ley 1437 de 2011, señalando de manera clara e 

individualizada cada uno de los valores que la componen, en cuanto en el acápite  

denominado ‘ESTIMACIÓN RAZONADA DE LA CUANTÍA’ solo se indica “la 

cuantía la estimo en la suma de diez millones setecientos diecisiete mil setecientos 

setenta pesos mlc ($10´717.770.00) por ser la pretensión más alta incoada”, lo 

que no se acompasa con las exigencias del citado artículo. 

 

2. Deberá allegar los documentos distinguidos en el acápite denominado ‘PRUEBAS’ 

del libelo introductor, correspondientes a “1. Copia de certificación laboral” y “5. 

No.1438 de 2018”, pues los mismos no fueron aportados, ello al tenor del artículo 

162 numeral 5 de la Ley 1437 de 2011. 

 
3. Deberá aportar la constancia de notificación del acto administrativo demandado 

-Oficio 25-9511-1 2-2019-044809-, en tanto no fue aportado con la demanda, 

tal y como lo exige el inciso 1 del precepto 166 de la Ley 1437 de 2011.  

 

4. Deberá integrar la demanda con la corrección en un solo escrito, debiéndola 

remitir, junto con los documentos descritos en los numerales 2 y 3 precedentes, 

al correo electrónico del Despacho jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co en 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co
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formato PDF (en virtud del contenido de los artículos 2 del Decreto Legislativo 

No. 806 de 20201 y 28 del Acuerdo PCSJA20-11567 de 20202). 

 

5. Se reconoce personería al abogado Vladimir López Lara, identificado con C.C. Nº 

7.703.057 y T.P. Nº 195.988 del C.S.J., para actuar en los términos y para los 

fines del poder conferido /archivo pdf “04 poder” del expediente/. 

 

  

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRIGUEZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 02 ADMINISTRATIVO GIRARDOT 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

d84a6f7857758698a6a758a053cb0b50ddad5c601f937f2f2ed7a776efb6ca84 

Documento generado en 07/09/2020 03:53:12 p.m. 

                                                           
1 “Artículo 2. Uso de ¡as tecnologías de la información y ¡as comunicaciones. Se deberán utilizar las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales  
y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, como también proteger a los 
servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones, audiencias y diligencias y se permitirá 
a los sujetos procesales actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales disponibles, 
evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o similares, que no sean estrictamente necesarias. 
Por tanto, las actuaciones no requerirán de firmas manuscritas o digitales, presentaciones personales 
o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse en medios físicos.” /se destaca/ 
2 “Artículo 28.  Uso de medios tecnológicos en las actuaciones judiciales. Los jueces y magistrados 
utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las actuaciones, comunicaciones, 
notificaciones, audiencias y diligencias, y permitirán a las partes, abogados, terceros e intervinientes 
actuar en los procesos mediante los medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir 
formalidades presenciales innecesarias. 
Los memoriales y demás comunicaciones podrán ser enviados o recibidos, por el despacho, partes, 
apoderados e intervinientes, por correo u otro medio electrónico evitando presentaciones o 
autenticaciones personales o adicionales de algún tipo.  
De preferencia se usará el formato PDF para los documentos escritos enviados o recibidos por medios 
electrónicos, usando algún mecanismo de firma para identificar al autor o emisor del documento e 
identificándolo con el número del radicado del proceso cuando corresponda.” /se destaca/ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, siete (7) de septiembre de dos mil veinte (2020) 

                                                   

AUTO NO:                         1231 

RADICACIÓN: 25307-33-33-002-2020-00086-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:                   MARÍA GLADYS MARTÍNEZ DE CUBILLOS Y OTROS 

DEMANDADO:               NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN- FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y OTRO 

 

1. ASUNTO 

 

Estando el proceso a despacho para decidir sobre su admisión, advierte este Operador 

Judicial que la demanda fue encausada por diferentes codemandantes, razón por la 

cual, y de cara al principio de economía y celeridad procesal, es vital determinar la 

viabilidad de la acumulación de pretensiones formuladas, motivo por el cual será 

objeto de estudio a continuación. 

 

2. ANTECEDENTES 

 

La demanda fue radicada el 17 de julio de 2020, correspondiendo por reparto a este 

despacho judicial /archivo pdf “02 acta reparto”/.    

 

Pide la parte actora como pretensión principal se declare la nulidad del Oficio No. 

20180870291901 de febrero de 2018 expedido por la FIDUPREVISORA S.A., con el 

cual, se afirma, se resolvió de manera adversa a las súplicas formuladas por MARÍA 

GLADYS MARTÍNEZ DE CUBILLOS, MARÍA HONOIL MONTAÑEZ DE BEJARANO, ISABEL MONTAÑEZ 

DE GARZÓN, BLANCA GRACIELA MORALES MORALES, ANA MERCEDES MUÑOZ DE CUASPA, JORGE 

ENRIQUE PARDO MORENO, MARÍA DEL CARMEN RAMÍREZ DE AMÓRTEGUI, MARIO HERNANDO 

ROCHA WALTEROS, BLANCA NELLY RODRIGUEZ DE GARCÍA Y NOHORA CECILIA RODRIGUEZ DE 

GARCÍA; sobre la devolución y suspensión de los descuentos del 12% de las mesadas 

adicionales de junio y diciembre, sumas debidamente indexadas, intereses moratorios 

y condena en costas a la entidad demandada.  

 

Como fundamentos fácticos, enuncian los actores que mediante diferentes 

resoluciones les fue reconocida la pensión de jubilación, momento a partir del cual 

el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO empezó a efectuar un 

descuento del 12% sobre las mesadas adicionales, situación que en su sentir sobrepasa 

lo dispuesto por la ley. 

 

3. CONSIDERACIONES 

 

El artículo 162 del CPACA (Ley 1437/11) estipula que la demanda, al paso de 

contener la designación de las partes, ha de incluir lo pretendido, expresado con 

precisión y claridad (numerales 1 y 2); en concordancia con dicho precepto, el canon 
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163 ídem enseña que, al deprecarse la nulidad de un acto administrativo, no solo 

debe individualizarse con toda precisión, sino que las declaraciones o condenas 

deprecadas como consecuencia de aquella súplica, deben enunciarse clara y 

separadamente. 

 

En esta línea de entendimiento, el legislador incorporó en el precepto 165 de la 

mentada Ley 1437 de 2011 las condiciones a satisfacerse en caso de acumularse 

súplicas: 

 

“ARTÍCULO 165. ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES. En la demanda se 

podrán acumular pretensiones de nulidad, de nulidad y de 

restablecimiento del derecho, relativas a contratos y de reparación 

directa, siempre que sean conexas y concurran los siguientes requisitos: 

1. Que el juez sea competente para conocer de todas. No obstante, cuando 

se acumulen pretensiones de nulidad con cualesquiera otras, será 

competente para conocer de ellas el juez de la nulidad. Cuando en la 

demanda se afirme que el daño ha sido causado por la acción u omisión 

de un agente estatal y de un particular, podrán acumularse tales 

pretensiones y la Jurisdicción Contencioso Administrativa será 

competente para su conocimiento y resolución. 

2. Que las pretensiones no se excluyan entre sí, salvo que se propongan 

como principales y subsidiarias. 

3. Que no haya operado la caducidad respecto de alguna de ellas. 

4. Que todas deban tramitarse por el mismo procedimiento.” 

 

La jurisprudencia del H. Consejo de Estado ha sido pacífica en señalar que la norma 

recién reproducida regula la acumulación de pretensiones “objetiva”1, la cual se 

materializa cuando la parte actora incluye en una misma demanda distintas súplicas 

conexas -o no- contra quien sea llamado a intervenir por pasiva. 

 

En relación con la acumulación de pretensiones “subjetiva”, es decir, “cuando se 

acumulan en una demanda pretensiones de varios demandantes contra un 

demandado o cuando un solo demandante acumula pretensiones contra varios 

demandados o cuando varios demandantes acumulan pretensiones contra varios 

demandados”2, el canon 88 del CGP –aplicable en virtud de la remisión que se indica 

en el precepto 306 del CPACA–, consagra: 

 

“ARTÍCULO 88. ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES. El demandante 

podrá acumular en una misma demanda varias pretensiones contra el 

demandado, aunque no sean conexas, siempre que concurran los 

siguientes requisitos: 

(…) 

                                                           
1 Sobre su definición, ver: CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 

SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN A, Consejero ponente: GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ 

ARANGUREN, Bogotá, D.C., veintiséis (26) de julio de dos mil doce (2012), Radicación número: 08001-

23-31-000-2000-03110-01(1900-10). 
2 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN SEGUNDA, 
SUBSECCIÓN A, Consejero ponente: GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN, Bogotá, D.C., 
veintiséis (26) de julio de dos mil doce (2012), Radicación número: 08001-23-31-000-2000-03110-
01(1900-10). 
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También podrán formularse en una demanda pretensiones de uno o 

varios demandantes o contra uno o varios demandados, aunque sea 

diferente el interés de unos y otros, en cualquiera de los siguientes casos: 

a) Cuando provengan de la misma causa. 

b) Cuando versen sobre el mismo objeto. 

c) Cuando se hallen entre sí en relación de dependencia. 

d) Cuando deban servirse de unas mismas pruebas. 

En las demandas ejecutivas podrán acumularse las pretensiones de varias 

personas que persigan, total o parcialmente, los mismos bienes del 

demandado.” /Se subraya/. 

 

De la interpretación literal que se hace del mentado canon, podría colegirse que 

cualquiera de los casos allí enlistados se erige con suficiencia para admitir la 

acumulación subjetiva de súplicas. Esto es: independientemente del interés de cada 

actor, basta con que las súplicas (i) provengan de la misma causa, o (ii) versen sobre 

el mismo objeto, o (iii) tengan relación de dependencia entre sí, o (iv) se sirvan de las 

mismas pruebas. 

 

Con todo, debe resaltarse que la interpretación recién esbozada, no ha sido 

pacíficamente acogida por la Sección Segunda del H. Consejo de Estado, en tanto 

también ha considerado, en tratándose de asuntos de nulidad y restablecimiento del 

derecho, la necesidad de que todos los presupuestos se materialicen para proceder 

con la admisión de la acumulación subjetiva de súplicas, tal y como puede advertirse 

del siguiente proveído3: 

 

“Esta acumulación subjetiva se encuentra regulada en el artículo 88 del 

CGP que en su tercer inciso reza: 

(…) 

El citado artículo 88 es claro entonces en señalar las hipótesis en las que 

es procedente que varios demandantes acumulen sus pretensiones en una 

misma demanda y por tanto basta que no se cumpla alguno de los 

presupuestos para que no se configure la acumulación. 

(…) 

Al respecto, la Subsección debe aclarar que a los accionantes asiste razón 

cuando señalan que el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito 

Judicial de Sincelejo al inadmitir la demanda en la observación 

relacionada con la acumulación de pretensiones subjetivas sólo hace 

mención expresa del artículo 165 del CPACA y no así del artículo 88 del 

CGP (…) 

No obstante, también es cierto que al precisar los motivos de la 

irregularidad sí hace referencia a los requisitos de esta última normativa 

cuando señala que para hacer viable las pretensiones de todos los 

demandantes debía existir identidad de objeto y causa, máxime cuando 

los valores económicos a raíz del restablecimiento difieren, lo que podría 

                                                           
3 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN SEGUNDA, 

SUBSECCIÓN A, Consejero ponente: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ, Bogotá, D.C., nueve (09) de 

octubre de dos mil diecisiete (2017), Radicación número: 11001-03-15-000-2017-02277-00(AC). 
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ameritar una valoración probatoria y jurídica distinta para cada uno de 

los interesados. 

Por lo tanto, era claro que la parte demandante debió demostrar que el 

asunto a acumular se encontraba inmerso dentro de las causales de 

acumulación subjetiva de pretensiones, esto es, que versaran sobre el 

mismo objeto y causa, se valieran de las mismas pruebas y se encontraran 

en relación de dependencia. Sin embargo, dichas exigencias no se 

demostraron en la oportunidad procesal…” /Subrayas y negrillas se 

adicionan/. 

 

Ahora bien; al margen de lo expuesto por la Alta Corporación en la providencia 

parcialmente reproducida, así se acoja la interpretación literal del artículo 88 del 

CGP y, con ello, colegir que bastaría la configuración de alguno de los casos para 

satisfacer el presupuesto normativo de la acumulación subjetiva de súplicas, debe 

resaltarse que, en tratándose de pretensiones dirigidas contra actos administrativos 

de contenido particular, sus efectos deben considerarse individualmente, 

independientemente que resuelvan solicitudes de similar rasero formuladas por 

varios asociados. Aceptar lo contrario, equivaldría a reconocer que una decisión ha 

de cobijar indefectiblemente a todos los solicitantes, no obstante que la aplicación de 

las normas invocadas pueda ser distinta en función de los escenarios fácticos que 

determinen el derecho que cada uno de ellos reclame. 

 

De ahí que, así de manera conjunta, varios asociados planteen similares 

reclamaciones en sede administrativa, es diáfano que el efecto jurídico que dimane 

del acto o de los actos que expida la administración (o que surja(n) de manera ficticia 

en virtud del artículo 83 del CPACA), define la situación jurídica de cada uno, más 

no de manera uniforme a todos por igual. En consecuencia, no se puede decir que las 

pretensiones vengan de “la misma causa” ni versen sobre “el mismo objeto” (art. 88 

literales a- y b- CGP), si el acto administrativo define situaciones jurídicas 

particularísimas de cada solicitante. 

 

Asimismo, entender que las pretensiones de nulidad y restablecimiento del derecho 

“hallen entre sí relaciones de dependencia” (art. 88 literal c CGP), implica 

necesariamente que, lo que se vaya a resolver respecto a un demandante, tenga 

directa incidencia en lo que se resuelva en otro, lo cual solo ha de advertirse en el 

contexto fáctico y jurídico en el cual el acto administrativo surte sus efectos. 

 

Finalmente, es evidente que “valerse de las mismas pruebas” (art. 88 literal d CGP) 

en un asunto de nulidad y restablecimiento del derecho, implica que el material 

probatorio aportado –y a recaudar– sea útil para resolver conjuntamente, no de 

manera aislada y unipersonal, las pretensiones subjetivamente acumuladas. 

 

Ahora bien, en tratándose de súplicas de nulidad y restablecimiento del derecho de 

carácter laboral, su causa4 se liga a la negativa que adoptó la administración frente 

al derecho particular y concreto que se reclamó por cada demandante, y, en 

consecuencia, su objeto5 se contrae al reconocimiento del derecho individualmente 

considerado, independientemente del temario o de la normativa que fue objeto de 

estudio en cada actuación administrativa. 

 

                                                           
4 Art. 88 literal a) CGP. 
5 Art. 88 literal b) CGP. 
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Es decir, así distintos asociados actúen ante la administración planteando súplicas 

equivalentes en el mismo escrito y provoquen de esta uno o múltiples 

pronunciamientos, no significa que lo resuelto frente a un reclamante, a su vez, haya 

definido el derecho de los demás, y con ello, colegir que sea “la misma causa” y verse 

“sobre el mismo objeto”, toda vez que frente a cada asociado se configura un 

escenario fáctico especialísimo y único que, de paso, se erige como piedra angular de 

la negativa o de la concesión del derecho que el respectivo asociado suplica, pero que 

en lo absoluto conlleva a definir el de los demás. 

 

Aceptar una postura como la de la parte actora, permitiría aceptar que, en lo sucesivo, 

se acumulen sin más las demandas de nulidad y restablecimiento que versen sobre 

un mismo derecho (v. gr., reliquidación pensional por inclusión de factores), 

obviándose que las pruebas y antecedentes administrativos solo interesan 

individualmente. 

 

Piénsese: (a) al plantearse por dos, una decena (como en el presente caso) o cientos 

de servidores o ex servidores (v. gr. docentes, pensionados de la UGPP, soldados 

profesionales), a través de un solo escrito, el reconocimiento de un derecho específico 

(v. gr., sanción por mora, indexación primera mesada pensional, inclusión de ‘X’ o 

‘Y’ factor salarial en la base de liquidación pensional, reconocimiento de cesantías, 

descuentos en ‘X’ mesada pensional, homologación salarial), y (b) de resolver la 

administración en un solo o varios actos la multiplicidad de solicitudes; ¿significa que 

las súplicas formuladas parten de la misma causa o versan sobre el mismo objeto, no 

obstante que el derecho de cada uno se liga al cumplimiento individual de los 

presupuestos normativos y jurisprudenciales para su eventual concesión? 

 

En criterio del Juzgado, la respuesta al anterior interrogante es negativa, comoquiera 

que el operador jurídico debe aplicar el marco normativo definiendo individualmente 

la suerte del derecho de cada reclamante, en función del panorama fáctico que cobije 

a cada uno, lo cual descarta de tajo que la causa y el objeto del litigio sean los mismos 

(así pretendan el mismo derecho). 

 

La respuesta al anterior interrogante va íntimamente relacionada con las pruebas de 

las cuales ha de valerse el funcionario judicial para resolver las contiendas y, 

evidentemente, por tratarse de derechos laborales, es cardinal recaudar en el plenario 

los correspondientes expedientes administrativos (y expedientes prestacionales, si es 

del caso) de cada solicitante para definir cada situación jurídica (art. 175 CPACA), 

sin que uno de tales expedientes marque la suerte de todos, sino que, por el contrario, 

su utilidad se erige con independencia para dar solución a la deprecación que cada 

demandante plantea. 

 

Entiende el Despacho que las pretensiones versarían sobre el mismo objeto si, y solo 

si, el meollo del asunto (que incluye el análisis fáctico del caso) aborda la suerte de 

las súplicas de todos (ej., las pretensiones indemnizatorias por un daño antijurídico 

asociado a un deslizamiento que cobró la vida de múltiples personas); empero, mal 

puede sostenerse que, solo por invocarse equivalente normativa y análogas razones 

de derecho, necesariamente la solución de la situación jurídica de uno, defina las 

situaciones jurídicas de los otros, o que el escenario fáctico o probatorio de un actor, 

marque la suerte de los demás. 

 

Así pues, si bien es cierto, la figura de la acumulación de pretensiones (objetiva y 

subjetiva) se acompasa a los principios de economía y celeridad procesales, también 
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lo es que en el caso concreto, la identidad de causa no radica en la equivalencia de 

súplicas, pues el objeto a analizar y las pruebas a recaudar, son independientes para 

cada actor. A modo de ejemplo, para una mejor comprensión, la resolución que 

reconoce la pensión de jubilación del demandante “A”, no necesariamente es útil para 

el demandante “B”, y viceversa, situación que insta a realizar análisis sobre objetos 

independientes en las súplicas de cada accionante. 

 

De esta manera, las probanzas aportadas con el libelo demandador no son suficientes 

para resolver las súplicas que han planteado los demandantes, pues al margen de 

exponer equivalente concepto de violación, se reitera, su análisis necesariamente ha 

de implicar el escenario fáctico que cobija a cada accionante y que en lo absoluto 

tiene incidencia conjunta o con efectos para todos. 

 

EL PRECEDENTE VERTICAL. 

 

El Honorable Consejo de Estado no ha sido ajeno a la intelección que se acoge en la 

presente providencia: 

 

En auto del 27 de febrero de 20036, al margen que se pronunció sobre normativa 

procesal distinta (CPC y CCA) a la actual (CGP y CPACA), toma relevancia y utilidad 

para el presente asunto en tanto los presupuestos de la acumulación subjetiva de las 

pretensiones eran los mismos. 

 

Así se pronunció el Alto Tribunal al analizar una excepción por indebida 

acumulación de pretensiones en un asunto laboral: 

  

“La Sala confirmará el auto recurrido por existir dentro del proceso una 

indebida acumulación de pretensiones, por las siguientes razones:  

(…) 

2) Según el artículo 82 del C.P.C. [hoy art. 88 CGP], la acumulación de 

pretensiones es procedente cuando el juez sea competente para conocer de 

ellas, no se excluyan entre sí y puedan tramitarse por el mismo 

procedimiento, siempre que provengan de la misma causa, versen sobre el 

mismo objeto o se hallen entre sí en relación de dependencia o deban 

servirse de las mismas pruebas, (…) 

3) En el presente caso no se puede dar la acumulación de pretensiones, 

conforme al artículo 82 del C.P.C., por cuanto las pretensiones no se pueden 

acumular en la misma demanda por no cumplirse lo preceptuado en el 

antepenúltimo inciso, que establece: “También podrán formularse en una 

demanda pretensiones de varios demandantes o contra varios demandados, 

siempre que aquellas provengan de la misma causa o versen sobre el mismo 

objeto o se hallen entre si en relación de dependencia, o deban servirse 

específicamente de unas mismas  pruebas, aunque sea diferente el interés 

de unos y otros”.  

En efecto, no provienen de la misma causa porque el reconocimiento y pago 

de salarios y prestaciones sociales de los empleados públicos, aunque en 

principio aparecen sustentados en la misma norma, dependen de requisitos 

                                                           
6 Sección Segunda, Subsección B, Exp. 050012331000200202806 01 (5921-02), C.P. Dr. Jesús María 
Lemos Bustamante. 
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que deben cumplirse en forma individual, lo que descarta el origen en una 

misma razón.  

 

Es evidente que los actos enjuiciados afectan de manera personal y directa 

a cada uno de los interesados en particular; en el evento de que fuesen 

viables la nulidad y el consiguiente restablecimiento del derecho no serían 

iguales para todos los actores; por el contrario, los reconocimientos serían 

diferentes. 

 

No versan sobre el mismo objeto: la diversidad de cargos, de requisitos y de 

calidades de los demandantes frente a la aspiración al pago de prestaciones 

hace variar sustancialmente el objeto.  

Se “hallen entre sí en relación de dependencia”; el pago de las prestaciones 

reclamadas no guarda ningún tipo de relación pues cada demandante reúne 

los requisitos en forma individual, se trata de decisiones autónomas e 

independientes y sus efectos jurídicos son individuales. 

Deban servirse específicamente de unas mismas  pruebas aunque sea 

diferente el interés de unos y otros, en este punto, conviene retomar la 

primera noción, si se alegan las causales denominadas “objetivas”, no se 

requerirían pruebas adicionales, pero si, por el contrario, se alegan las otras 

tres causales de anulación, en las que predominan elementos subjetivos, no 

se puede afirmar que tengan que servirse de las mismas pruebas, además, 

el término “específicamente” restringe dicha posibilidad.      

Si cada uno tiene su particular y propia situación frente a la solicitud de 

reconocimiento prestacional, la negativa lo afecta en particular y no 

podrían servirse de las mismas pruebas, tiempo de servicio, jerarquía dentro 

de la clasificación de personal, fecha de posesión etc. 

En síntesis, en el presente asunto no se dan las condiciones necesarias para 

aceptar la acumulación.   

De otra parte, si se aceptara la acumulación, esta, en lugar de cumplir con 

sus finalidades, como evitar la producción de fallos contradictorios sobre 

cuestiones conexas o sobre un mismo litigio y procurar la economía 

procesal, llevaría al fallador a resolver en una misma sentencia los cargos 

de anulación propuestos y la situación individual de cada demandante haría 

variar la decisión en cada caso.  

(…)” /negrillas y subrayas se adicionan/. 

 

Así las cosas, el Juzgado concluye que la demanda presentada no satisface los 

presupuestos previstos en la normativa aplicable para formular la acumulación 

subjetiva de pretensiones, lo que conlleva a la necesidad que la parte demandante 

desacumule las pretensiones de nulidad y restablecimiento del derecho formuladas por 

MARÍA GLADYS MARTÍNEZ DE CUBILLOS, MARÍA HONOIL MONTAÑEZ DE BEJARANO, ISABEL 

MONTAÑEZ DE GARZÓN, BLANCA GRACIELA MORALES MORALES, ANA MERCEDES MUÑOZ DE 

CUASPA, JORGE ENRIQUE PARDO MORENO, MARÍA DEL CARMEN RAMÍREZ DE AMÓRTEGUI, 

MARIO HERNANDO ROCHA WALTEROS, BLANCA NELLY RODRIGUEZ DE GARCÍA Y NOHORA 

CECILIA RODRIGUEZ DE GARCÍA. 

 

En estos términos y en aras de salvaguardar el derecho al acceso a la administración 



 8 

de justicia de cada accionante, se ordenará, por Secretaría, la emisión de las piezas 

procesales que no correspondan a la actora MARÍA GLADYS MARTÍNEZ DE CUBILLOS, a fin 

de tramitarse por cuerda procesal distinta. 

 

**** 

 

Ahora bien, el Despacho analiza la demanda presentada por la señora MARÍA GLADYS 

MARTÍNEZ DE CUBILLOS a través de apoderada judicial y al respecto se observa que no 

reúne todos los requisitos legales. 

 

De manera que de conformidad con el artículo 170 del C.P.A.C.A, se le CONCEDE a 

la parte actora un término de DIEZ (10) DÍAS para CORREGIR la demanda de nulidad 

y restablecimiento del derecho en los siguientes aspectos: 

 

1. Deberá aportar el Oficio No. 20180870291901 del 26 de febrero de 2018 

expedido por la FIDUPREVISORA S.A.- junto con la constancia de notificación, en 

tanto no fue aportado con la demanda, tal y como lo exige el inciso 1 del precepto 

166 de la Ley 1437 de 2011. 

 

2. Deberá allegar documento donde conste el último lugar donde prestó sus servicios 

la demandante a fin de determinar la competencia, en atención al numeral 3 del 

artículo 156 de la Ley 1437 de 2011. 

 
3. Deberá allegar los documentos distinguidos en el acápite denominado ‘VI. 

PRUEBAS’ del libelo introductor, correspondientes a “3. Copia de la petición del 

30 de octubre de 2017, radicación 2017146838” y “4. Copia del oficio CE-

201759918 del 7 de noviembre de 2017, suscrito por la Directora de Personal de 

Instituciones Educativas de la Secretaria de Educación de Cundinamarca”, pues 

los mismos no fueron aportados, ello al tenor del artículo 162 numeral 5 de la 

Ley 1437 de 2011. 

 

4. Deberá remitir los documentos descritos al correo electrónico del Despacho 

jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co en formato PDF (en virtud del 

contenido de los artículos 2 del Decreto Legislativo No. 806 de 20207 y 28 del 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 20208). 

 

Por lo expuesto, el Despacho, 

                                                           
7 “Artículo 2. Uso de ¡as tecnologías de la información y ¡as comunicaciones. Se deberán utilizar las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales  
y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, como también proteger a los 
servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones, audiencias y diligencias y se permitirá 
a los sujetos procesales actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales disponibles, 
evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o similares, que no sean estrictamente necesarias. 
Por tanto, las actuaciones no requerirán de firmas manuscritas o digitales, presentaciones personales 
o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse en medios físicos.” /se destaca/ 
8 “Artículo 28.  Uso de medios tecnológicos en las actuaciones judiciales. Los jueces y magistrados 
utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las actuaciones, comunicaciones, 
notificaciones, audiencias y diligencias, y permitirán a las partes, abogados, terceros e intervinientes 
actuar en los procesos mediante los medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir 
formalidades presenciales innecesarias. 
Los memoriales y demás comunicaciones podrán ser enviados o recibidos, por el despacho, partes, 
apoderados e intervinientes, por correo u otro medio electrónico evitando presentaciones o 
autenticaciones personales o adicionales de algún tipo.  
De preferencia se usará el formato PDF para los documentos escritos enviados o recibidos por medios 
electrónicos, usando algún mecanismo de firma para identificar al autor o emisor del documento e 
identificándolo con el número del radicado del proceso cuando corresponda.” /se destaca/ 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co
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RESUELVE 

 

PRIMERO: INADMÍTASE la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

presentada por la señora MARÍA GLADYS MARTÍNEZ DE CUBILLOS, y CONCÉDESE el 

término de DIEZ (10) DÍAS para CORREGIR los aspectos ya señalados. 

 

SEGUNDO: ORDÉNASE a la parte demandante DESACUMULAR las pretensiones de 

nulidad y restablecimiento del derecho formuladas por MARÍA HONOIL MONTAÑEZ DE 

BEJARANO, ISABEL MONTAÑEZ DE GARZÓN, BLANCA GRACIELA MORALES MORALES, ANA 

MERCEDES MUÑOZ DE CUASPA, JORGE ENRIQUE PARDO MORENO, MARÍA DEL CARMEN RAMÍREZ 

DE AMÓRTEGUI, MARIO HERNANDO ROCHA WALTEROS, BLANCA NELLY RODRIGUEZ DE GARCÍA 

Y NOHORA CECILIA RODRIGUEZ DE GARCÍA, por lo que se dispone su tramitación bajo 

cuerda procesal independiente.  

 

TERCERO: DECLÁRASE que el presente trámite únicamente continúa en relación con 

las súplicas formuladas por la señora MARÍA GLADYS MARTÍNEZ DE CUBILLOS. 

 

CUARTO: La parte actora deberá radicar de manera independiente, en el correo 

electrónico dispuesto para tal efecto, las demandas y anexos en pdf (e incluyendo copia 

de esta providencia) de los demás accionantes que no correspondan a MARÍA GLADYS 

MARTÍNEZ DE CUBILLOS, dejándose la salvedad que se tendrá como fecha de presentación 

de la demanda de cada uno el 17 de julio de 2020, para los fines a que haya lugar. 

 

QUINTO: Por reunir los requisitos de ley se reconoce personería a la abogada Yovana 

Marcela Ramírez Suárez, identificada con C.C. Nº 52.764.825 y T.P. Nº 116.261 del 

C.S.J., para actuar en los términos y para los fines del poder conferido /archivo pdf 

“04 anexos”, pág. 1 y 2/. 

 

  

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRIGUEZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 02 ADMINISTRATIVO GIRARDOT 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

e8a5dee865d2a64176c7a854d5b9d8144befbca4994fb3b11683029ed50ca2bb 

Documento generado en 07/09/2020 03:54:36 p.m. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, siete (7) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

                                                   

AUTO NO:                         1232 

RADICACIÓN: 25307-33-33-002-2020-00087-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE:                   DORA FANNY RODRIGUEZ MORENO Y OTROS     

DEMANDADO:               NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN- FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y OTRO 

 

1. ASUNTO 

 

Estando el proceso a despacho para decidir sobre su admisión, advierte este Operador 

Judicial que la demanda fue encausada por diferentes codemandantes, razón por la 

cual, y de cara al principio de economía y celeridad procesal, es vital determinar la 

viabilidad de la acumulación de pretensiones formuladas, motivo por el cual será 

objeto de estudio a continuación. 

 

2. ANTECEDENTES 

 

La demanda fue radicada el 17 de julio de 2020, correspondiendo por reparto a este 

despacho judicial /archivo pdf “02 acta reparto”/.    

 

Pide la parte actora como pretensión principal se declare la nulidad del Oficio No. 

20180870291901 de febrero de 2018 expedido por la FIDUPREVISORA S.A., con el 

cual, se afirma, se resolvió de manera adversa a las súplicas formuladas por DORA 

FANNY RODRIGUEZ MORENO, HERIBERTO OCTAVIO RODRIGUEZ MORENO, HERALDO ANTONIO 

RODRIGUEZ MORENO, CARLINA RUBIO LOZANO, GUILLERMINA SEGURA VIUDA DE ARDILA, ANA 

SILVIA TORRES DIAZ, ANA HERLINDA VANEGAS NIAMPIRA, CRUZ MARÍA VARGAS ORTIZ y LUIS 

ORLANDO VERASTEGUI ALONSO; sobre la devolución y suspensión de los descuentos del 

12% de las mesadas adicionales de junio y diciembre, sumas debidamente indexadas, 

intereses moratorios y condena en costas a la entidad demandada.  

 

Como fundamentos fácticos, enuncian los actores que mediante diferentes 

resoluciones les fue reconocida la pensión de jubilación, momento a partir del cual 

el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO empezó a efectuar un 

descuento del 12% sobre las mesadas adicionales, situación que en su sentir sobrepasa 

lo dispuesto por la ley. 

 

3. CONSIDERACIONES 

 

El artículo 162 del CPACA (Ley 1437/11) estipula que la demanda, al paso de 

contener la designación de las partes, ha de incluir lo pretendido, expresado con 

precisión y claridad (numerales 1 y 2); en concordancia con dicho precepto, el canon 

163 ídem enseña que, al deprecarse la nulidad de un acto administrativo, no solo 



 2 

debe individualizarse con toda precisión, sino que las declaraciones o condenas 

deprecadas como consecuencia de aquella súplica, deben enunciarse clara y 

separadamente. 

 

En esta línea de entendimiento, el legislador incorporó en el precepto 165 de la 

mentada Ley 1437 de 2011 las condiciones a satisfacerse en caso de acumularse 

súplicas: 

 

“ARTÍCULO 165. ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES. En la demanda se 

podrán acumular pretensiones de nulidad, de nulidad y de 

restablecimiento del derecho, relativas a contratos y de reparación 

directa, siempre que sean conexas y concurran los siguientes requisitos: 

1. Que el juez sea competente para conocer de todas. No obstante, cuando 

se acumulen pretensiones de nulidad con cualesquiera otras, será 

competente para conocer de ellas el juez de la nulidad. Cuando en la 

demanda se afirme que el daño ha sido causado por la acción u omisión 

de un agente estatal y de un particular, podrán acumularse tales 

pretensiones y la Jurisdicción Contencioso Administrativa será 

competente para su conocimiento y resolución. 

2. Que las pretensiones no se excluyan entre sí, salvo que se propongan 

como principales y subsidiarias. 

3. Que no haya operado la caducidad respecto de alguna de ellas. 

4. Que todas deban tramitarse por el mismo procedimiento.” 

 

La jurisprudencia del H. Consejo de Estado ha sido pacífica en señalar que la norma 

recién reproducida regula la acumulación de pretensiones “objetiva”1, la cual se 

materializa cuando la parte actora incluye en una misma demanda distintas súplicas 

conexas -o no- contra quien sea llamado a intervenir por pasiva. 

 

En relación con la acumulación de pretensiones “subjetiva”, es decir, “cuando se 

acumulan en una demanda pretensiones de varios demandantes contra un 

demandado o cuando un solo demandante acumula pretensiones contra varios 

demandados o cuando varios demandantes acumulan pretensiones contra varios 

demandados”2, el canon 88 del CGP –aplicable en virtud de la remisión que se indica 

en el precepto 306 del CPACA–, consagra: 

 

“ARTÍCULO 88. ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES. El demandante 

podrá acumular en una misma demanda varias pretensiones contra el 

demandado, aunque no sean conexas, siempre que concurran los 

siguientes requisitos: 

(…) 

                                                           
1 Sobre su definición, ver: CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 

SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN A, Consejero ponente: GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ 

ARANGUREN, Bogotá, D.C., veintiséis (26) de julio de dos mil doce (2012), Radicación número: 08001-

23-31-000-2000-03110-01(1900-10). 
2 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN SEGUNDA, 
SUBSECCIÓN A, Consejero ponente: GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN, Bogotá, D.C., 
veintiséis (26) de julio de dos mil doce (2012), Radicación número: 08001-23-31-000-2000-03110-
01(1900-10). 
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También podrán formularse en una demanda pretensiones de uno o 

varios demandantes o contra uno o varios demandados, aunque sea 

diferente el interés de unos y otros, en cualquiera de los siguientes casos: 

a) Cuando provengan de la misma causa. 

b) Cuando versen sobre el mismo objeto. 

c) Cuando se hallen entre sí en relación de dependencia. 

d) Cuando deban servirse de unas mismas pruebas. 

En las demandas ejecutivas podrán acumularse las pretensiones de varias 

personas que persigan, total o parcialmente, los mismos bienes del 

demandado.” /Se subraya/. 

 

De la interpretación literal que se hace del mentado canon, podría colegirse que 

cualquiera de los casos allí enlistados se erige con suficiencia para admitir la 

acumulación subjetiva de súplicas. Esto es: independientemente del interés de cada 

actor, basta con que las súplicas (i) provengan de la misma causa, o (ii) versen sobre 

el mismo objeto, o (iii) tengan relación de dependencia entre sí, o (iv) se sirvan de las 

mismas pruebas. 

 

Con todo, debe resaltarse que la interpretación recién esbozada, no ha sido 

pacíficamente acogida por la Sección Segunda del H. Consejo de Estado, en tanto 

también ha considerado, en tratándose de asuntos de nulidad y restablecimiento del 

derecho, la necesidad de que todos los presupuestos se materialicen para proceder 

con la admisión de la acumulación subjetiva de súplicas, tal y como puede advertirse 

del siguiente proveído3: 

 

“Esta acumulación subjetiva se encuentra regulada en el artículo 88 del 

CGP que en su tercer inciso reza: 

(…) 

El citado artículo 88 es claro entonces en señalar las hipótesis en las que 

es procedente que varios demandantes acumulen sus pretensiones en una 

misma demanda y por tanto basta que no se cumpla alguno de los 

presupuestos para que no se configure la acumulación. 

(…) 

Al respecto, la Subsección debe aclarar que a los accionantes asiste razón 

cuando señalan que el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito 

Judicial de Sincelejo al inadmitir la demanda en la observación 

relacionada con la acumulación de pretensiones subjetivas sólo hace 

mención expresa del artículo 165 del CPACA y no así del artículo 88 del 

CGP (…) 

No obstante, también es cierto que al precisar los motivos de la 

irregularidad sí hace referencia a los requisitos de esta última normativa 

cuando señala que para hacer viable las pretensiones de todos los 

demandantes debía existir identidad de objeto y causa, máxime cuando 

los valores económicos a raíz del restablecimiento difieren, lo que podría 

                                                           
3 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN SEGUNDA, 

SUBSECCIÓN A, Consejero ponente: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ, Bogotá, D.C., nueve (09) de 

octubre de dos mil diecisiete (2017), Radicación número: 11001-03-15-000-2017-02277-00(AC). 
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ameritar una valoración probatoria y jurídica distinta para cada uno de 

los interesados. 

Por lo tanto, era claro que la parte demandante debió demostrar que el 

asunto a acumular se encontraba inmerso dentro de las causales de 

acumulación subjetiva de pretensiones, esto es, que versaran sobre el 

mismo objeto y causa, se valieran de las mismas pruebas y se encontraran 

en relación de dependencia. Sin embargo, dichas exigencias no se 

demostraron en la oportunidad procesal…” /Subrayas y negrillas se 

adicionan/. 

 

Ahora bien; al margen de lo expuesto por la Alta Corporación en la providencia 

parcialmente reproducida, así se acoja la interpretación literal del artículo 88 del 

CGP y, con ello, colegir que bastaría la configuración de alguno de los casos para 

satisfacer el presupuesto normativo de la acumulación subjetiva de súplicas, debe 

resaltarse que, en tratándose de pretensiones dirigidas contra actos administrativos 

de contenido particular, sus efectos deben considerarse individualmente, 

independientemente que resuelvan solicitudes de similar rasero formuladas por 

varios asociados. Aceptar lo contrario, equivaldría a reconocer que una decisión ha 

de cobijar indefectiblemente a todos los solicitantes, no obstante que la aplicación de 

las normas invocadas pueda ser distinta en función de los escenarios fácticos que 

determinen el derecho que cada uno de ellos reclame. 

 

De ahí que, así de manera conjunta, varios asociados planteen similares 

reclamaciones en sede administrativa, es diáfano que el efecto jurídico que dimane 

del acto o de los actos que expida la administración (o que surja(n) de manera ficticia 

en virtud del artículo 83 del CPACA), define la situación jurídica de cada uno, más 

no de manera uniforme a todos por igual. En consecuencia, no se puede decir que las 

pretensiones vengan de “la misma causa” ni versen sobre “el mismo objeto” (art. 88 

literales a- y b- CGP), si el acto administrativo define situaciones jurídicas 

particularísimas de cada solicitante. 

 

Asimismo, entender que las pretensiones de nulidad y restablecimiento del derecho 

“hallen entre sí relaciones de dependencia” (art. 88 literal c CGP), implica 

necesariamente que, lo que se vaya a resolver respecto a un demandante, tenga 

directa incidencia en lo que se resuelva en otro, lo cual solo ha de advertirse en el 

contexto fáctico y jurídico en el cual el acto administrativo surte sus efectos. 

 

Finalmente, es evidente que “valerse de las mismas pruebas” (art. 88 literal d CGP) 

en un asunto de nulidad y restablecimiento del derecho, implica que el material 

probatorio aportado –y a recaudar– sea útil para resolver conjuntamente, no de 

manera aislada y unipersonal, las pretensiones subjetivamente acumuladas. 

 

Ahora bien, en tratándose de súplicas de nulidad y restablecimiento del derecho de 

carácter laboral, su causa4 se liga a la negativa que adoptó la administración frente 

al derecho particular y concreto que se reclamó por cada demandante, y, en 

consecuencia, su objeto5 se contrae al reconocimiento del derecho individualmente 

considerado, independientemente del temario o de la normativa que fue objeto de 

estudio en cada actuación administrativa. 

 

                                                           
4 Art. 88 literal a) CGP. 
5 Art. 88 literal b) CGP. 
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Es decir, así distintos asociados actúen ante la administración planteando súplicas 

equivalentes en el mismo escrito y provoquen de esta uno o múltiples 

pronunciamientos, no significa que lo resuelto frente a un reclamante, a su vez, haya 

definido el derecho de los demás, y con ello, colegir que sea “la misma causa” y verse 

“sobre el mismo objeto”, toda vez que frente a cada asociado se configura un 

escenario fáctico especialísimo y único que, de paso, se erige como piedra angular de 

la negativa o de la concesión del derecho que el respectivo asociado suplica, pero que 

en lo absoluto conlleva a definir el de los demás. 

 

Aceptar una postura como la de la parte actora, permitiría aceptar que, en lo sucesivo, 

se acumulen sin más las demandas de nulidad y restablecimiento que versen sobre 

un mismo derecho (v. gr., reliquidación pensional por inclusión de factores), 

obviándose que las pruebas y antecedentes administrativos solo interesan 

individualmente. 

 

Piénsese: (a) al plantearse por dos, múltiples (nueve en el presente caso) o cientos de 

servidores o ex servidores (v. gr. docentes, pensionados de la UGPP, soldados 

profesionales), a través de un solo escrito, el reconocimiento de un derecho específico 

(v. gr., sanción por mora, indexación primera mesada pensional, inclusión de ‘X’ o 

‘Y’ factor salarial en la base de liquidación pensional, reconocimiento de cesantías, 

descuentos en ‘X’ mesada pensional, homologación salarial), y (b) de resolver la 

administración en un solo o varios actos la multiplicidad de solicitudes; ¿significa que 

las súplicas formuladas parten de la misma causa o versan sobre el mismo objeto, no 

obstante que el derecho de cada uno se liga al cumplimiento individual de los 

presupuestos normativos y jurisprudenciales para su eventual concesión? 

 

En criterio del Juzgado, la respuesta al anterior interrogante es negativa, comoquiera 

que el operador jurídico debe aplicar el marco normativo definiendo individualmente 

la suerte del derecho de cada reclamante, en función del panorama fáctico que cobije 

a cada uno, lo cual descarta de tajo que la causa y el objeto del litigio sean los mismos 

(así pretendan el mismo derecho). 

 

La respuesta al anterior interrogante va íntimamente relacionada con las pruebas de 

las cuales ha de valerse el funcionario judicial para resolver las contiendas y, 

evidentemente, por tratarse de derechos laborales, es cardinal recaudar en el plenario 

los correspondientes expedientes administrativos (y expedientes prestacionales, si es 

del caso) de cada solicitante para definir cada situación jurídica (art. 175 CPACA), 

sin que uno de tales expedientes marque la suerte de todos, sino que, por el contrario, 

su utilidad se erige con independencia para dar solución a la deprecación que cada 

demandante plantea. 

 

Entiende el Despacho que las pretensiones versarían sobre el mismo objeto si, y solo 

si, el meollo del asunto (que incluye el análisis fáctico del caso) aborda la suerte de 

las súplicas de todos (ej., las pretensiones indemnizatorias por un daño antijurídico 

asociado a un deslizamiento que cobró la vida de múltiples personas); empero, mal 

puede sostenerse que, solo por invocarse equivalente normativa y análogas razones 

de derecho, necesariamente la solución de la situación jurídica de uno, defina las 

situaciones jurídicas de los otros, o que el escenario fáctico o probatorio de un actor, 

marque la suerte de los demás. 

 

Así pues, si bien es cierto, la figura de la acumulación de pretensiones (objetiva y 

subjetiva) se acompasa a los principios de economía y celeridad procesales, también 
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lo es que, en el caso concreto, la identidad de causa no radica en la equivalencia de 

súplicas, pues el objeto a analizar y las pruebas a recaudar, son independientes para 

cada actor. A modo de ejemplo, para una mejor comprensión, la resolución que 

reconoce la pensión de jubilación del demandante “A”, no necesariamente es útil para 

el demandante “B”, y viceversa, situación que insta a realizar análisis sobre objetos 

independientes en las súplicas de cada accionante. 

 

De esta manera, las probanzas aportadas con el libelo demandador no son suficientes 

para resolver las súplicas que han planteado los demandantes, pues al margen de 

exponer equivalente concepto de violación, se reitera, su análisis necesariamente ha 

de implicar el escenario fáctico que cobija a cada accionante y que en lo absoluto 

tiene incidencia conjunta o con efectos para todos. 

 

EL PRECEDENTE VERTICAL. 

 

El Honorable Consejo de Estado no ha sido ajeno a la intelección que se acoge en la 

presente providencia: 

 

En auto del 27 de febrero de 20036, al margen que se pronunció sobre normativa 

procesal distinta (CPC y CCA) a la actual (CGP y CPACA), toma relevancia y utilidad 

para el presente asunto en tanto los presupuestos de la acumulación subjetiva de las 

pretensiones eran los mismos. 

 

Así se pronunció el Alto Tribunal al analizar una excepción por indebida 

acumulación de pretensiones en un asunto laboral: 

  

“La Sala confirmará el auto recurrido por existir dentro del proceso una 

indebida acumulación de pretensiones, por las siguientes razones:  

(…) 

2) Según el artículo 82 del C.P.C. [hoy art. 88 CGP], la acumulación de 

pretensiones es procedente cuando el juez sea competente para conocer de 

ellas, no se excluyan entre sí y puedan tramitarse por el mismo 

procedimiento, siempre que provengan de la misma causa, versen sobre el 

mismo objeto o se hallen entre sí en relación de dependencia o deban 

servirse de las mismas pruebas, (…) 

3) En el presente caso no se puede dar la acumulación de pretensiones, 

conforme al artículo 82 del C.P.C., por cuanto las pretensiones no se pueden 

acumular en la misma demanda por no cumplirse lo preceptuado en el 

antepenúltimo inciso, que establece: “También podrán formularse en una 

demanda pretensiones de varios demandantes o contra varios demandados, 

siempre que aquellas provengan de la misma causa o versen sobre el mismo 

objeto o se hallen entre si en relación de dependencia, o deban servirse 

específicamente de unas mismas  pruebas, aunque sea diferente el interés 

de unos y otros”.  

En efecto, no provienen de la misma causa porque el reconocimiento y pago 

de salarios y prestaciones sociales de los empleados públicos, aunque en 

principio aparecen sustentados en la misma norma, dependen de requisitos 

                                                           
6 Sección Segunda, Subsección B, Exp. 050012331000200202806 01 (5921-02), C.P. Dr. Jesús María 
Lemos Bustamante. 
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que deben cumplirse en forma individual, lo que descarta el origen en una 

misma razón.  

 

Es evidente que los actos enjuiciados afectan de manera personal y directa 

a cada uno de los interesados en particular; en el evento de que fuesen 

viables la nulidad y el consiguiente restablecimiento del derecho no serían 

iguales para todos los actores; por el contrario, los reconocimientos serían 

diferentes. 

 

No versan sobre el mismo objeto: la diversidad de cargos, de requisitos y de 

calidades de los demandantes frente a la aspiración al pago de prestaciones 

hace variar sustancialmente el objeto.  

Se “hallen entre sí en relación de dependencia”; el pago de las prestaciones 

reclamadas no guarda ningún tipo de relación pues cada demandante reúne 

los requisitos en forma individual, se trata de decisiones autónomas e 

independientes y sus efectos jurídicos son individuales. 

Deban servirse específicamente de unas mismas  pruebas aunque sea 

diferente el interés de unos y otros, en este punto, conviene retomar la 

primera noción, si se alegan las causales denominadas “objetivas”, no se 

requerirían pruebas adicionales, pero si, por el contrario, se alegan las otras 

tres causales de anulación, en las que predominan elementos subjetivos, no 

se puede afirmar que tengan que servirse de las mismas pruebas, además, 

el término “específicamente” restringe dicha posibilidad.      

Si cada uno tiene su particular y propia situación frente a la solicitud de 

reconocimiento prestacional, la negativa lo afecta en particular y no 

podrían servirse de las mismas pruebas, tiempo de servicio, jerarquía dentro 

de la clasificación de personal, fecha de posesión etc. 

En síntesis, en el presente asunto no se dan las condiciones necesarias para 

aceptar la acumulación.   

De otra parte, si se aceptara la acumulación, esta, en lugar de cumplir con 

sus finalidades, como evitar la producción de fallos contradictorios sobre 

cuestiones conexas o sobre un mismo litigio y procurar la economía 

procesal, llevaría al fallador a resolver en una misma sentencia los cargos 

de anulación propuestos y la situación individual de cada demandante haría 

variar la decisión en cada caso.  

(…)” /negrillas y subrayas se adicionan/. 

 

Así las cosas, el Juzgado concluye que la demanda presentada no satisface los 

presupuestos previstos en la normativa aplicable para formular la acumulación 

subjetiva de pretensiones, lo que conlleva a la necesidad que la parte demandante 

desacumule las pretensiones de nulidad y restablecimiento del derecho formuladas por 

DORA FANNY RODRIGUEZ MORENO, HERIBERTO OCTAVIO RODRIGUEZ MORENO, HERALDO 

ANTONIO RODRIGUEZ MORENO, CARLINA RUBIO LOZANO, GUILLERMINA SEGURA DE ARDILA, 

ANA SILVIA TORRES DIAZ, ANA HERLINDA VANEGAS NIAMPIRA, CRUZ MARÍA VARGAS ORTIZ y 

LUIS ORLANDO VERASTEGUI ALONSO. 

 

En estos términos y en aras de salvaguardar el derecho al acceso a la administración 

de justicia de cada accionante, se ordenará, por Secretaría, la emisión de las piezas 
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procesales que no correspondan a la actora MARÍA GLADYS MARTÍNEZ DE CUBILLOS, a fin 

de tramitarse por cuerda procesal distinta. 

 

***** 

 

Ahora bien, el Despacho analiza la demanda presentada por la señora DORA FANNY 

RODRIGUEZ MORENO a través de apoderada judicial y al respecto se observa que no 

reúne todos los requisitos legales. 

 

De manera que de conformidad con el artículo 170 del C.P.A.C.A, se le CONCEDE a 

la parte actora un término de DIEZ (10) DÍAS para CORREGIR la demanda de nulidad 

y restablecimiento del derecho en los siguientes aspectos: 

 

1. Deberá aportar copia del Oficio No. 20180870291901 del 26 de febrero de 2018 

expedido por la FIDUPREVISORA S.A.- junto con la constancia de notificación, en 

tanto no fue aportado con la demanda, tal y como lo exige el numeral 1 del 

precepto 166 de la Ley 1437 de 2011. 

 

2. Deberá allegar documento donde conste el último lugar donde prestó sus servicios 

la demandante a fin de determinar la competencia, en atención al numeral 3 del 

artículo 156 de la Ley 1437 de 2011. 

 
3. Deberá allegar los documentos distinguidos en el acápite denominado ‘VI. 

PRUEBAS’ del libelo introductor, correspondientes a “3. Copia de la petición del 

30 de octubre de 2017, radicación 2017146838” y “4. Copia del oficio CE-

201759918 del 7 de noviembre de 2017, suscrito por la Directora de Personal de 

Instituciones Educativas de la Secretaria de Educación de Cundinamarca”, pues 

los mismos no fueron aportados, ello al tenor del artículo 162 numeral 5 de la 

Ley 1437 de 2011. 

 

4. Deberá remitir los documentos descritos al correo electrónico del Despacho 

jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co en formato PDF (en virtud del 

contenido de los artículos 2 del Decreto Legislativo No. 806 de 20207 y 28 del 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 20208). 

 

Por lo expuesto, el Despacho  

                                                           
7 “Artículo 2. Uso de ¡as tecnologías de la información y ¡as comunicaciones. Se deberán utilizar las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales  
y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, como también proteger a los 
servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones, audiencias y diligencias y se permitirá 
a los sujetos procesales actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales disponibles, 
evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o similares, que no sean estrictamente necesarias. 
Por tanto, las actuaciones no requerirán de firmas manuscritas o digitales, presentaciones personales 
o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse en medios físicos.” /se destaca/ 
8 “Artículo 28.  Uso de medios tecnológicos en las actuaciones judiciales. Los jueces y magistrados 
utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las actuaciones, comunicaciones, 
notificaciones, audiencias y diligencias, y permitirán a las partes, abogados, terceros e intervinientes 
actuar en los procesos mediante los medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir 
formalidades presenciales innecesarias. 
Los memoriales y demás comunicaciones podrán ser enviados o recibidos, por el despacho, partes, 
apoderados e intervinientes, por correo u otro medio electrónico evitando presentaciones o 
autenticaciones personales o adicionales de algún tipo.  
De preferencia se usará el formato PDF para los documentos escritos enviados o recibidos por medios 
electrónicos, usando algún mecanismo de firma para identificar al autor o emisor del documento e 
identificándolo con el número del radicado del proceso cuando corresponda.” /se destaca/ 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co
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RESUELVE 

 

PRIMERO: INADMÍTASE la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

presentada por la señora DORA FANNY RODRÍGUEZ MORENO, y CONCÉDESE el término 

de DIEZ (10) DÍAS para CORREGIR los aspectos ya señalados. 

 

SEGUNDO: ORDÉNASE a la parte demandante DESACUMULAR las pretensiones de 

nulidad y restablecimiento del derecho formuladas por HERIBERTO OCTAVIO RODRIGUEZ 

MORENO, HERALDO ANTONIO RODRIGUEZ MORENO, CARLINA RUBIO LOZANO, GUILLERMINA 

SEGURA VIUDA DE ARDILA, ANA SILVIA TORRES DIAZ, ANA HERLINDA VANEGAS NIAMPIRA, CRUZ 

MARÍA VARGAS ORTIZ y LUIS ORLANDO VERASTEGUI ALONSO; por lo que se dispone su 

tramitación bajo cuerda procesal independiente.  

 

TERCERO: DECLÁRASE que el presente trámite únicamente continúa en relación con 

las súplicas formuladas por la señora DORA FANNY RODRÍGUEZ MORENO. 

 

CUARTO: La parte actora deberá radicar de manera independiente, en el correo 

electrónico dispuesto para tal efecto, las demandas y anexos en pdf (e incluyendo copia 

de esta providencia) de los demás accionantes que no correspondan a DORA FANNY 

RODRÍGUEZ MORENO, dejándose la salvedad que se tendrá como fecha de presentación 

de la demanda de cada uno el 17 de julio de 2020, para los fines a que haya lugar. 

 

QUINTO: Por reunir los requisitos de ley se reconoce personería a la abogada Yovana 

Marcela Ramírez Suárez, identificada con C.C. Nº 52.764.825 y T.P. Nº 116.261 del 

C.S.J., para actuar en los términos y para los fines del poder conferido /archivo pdf 

“04 anexos”, pág. 1 y 2/. 

 

  

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRIGUEZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 02 ADMINISTRATIVO GIRARDOT 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

f73a4fba924db6afd80c0e99c26c240b8a4fc212b225e0231486c670a9b19509 

Documento generado en 07/09/2020 03:55:39 p.m. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, siete (7) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

                                                   

AUTO NO: 1234 

RADICACIÓN: 25307-33-33-002-2020-00098-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – LABORAL 

DEMANDANTE: DORA ELSY MORA MELO    

DEMANDADO:               SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE - SENA 

 

El Despacho analiza la demanda de la referencia y al respecto observa que 

reúne los requisitos legales:  

  

          Las pretensiones y el concepto de violación se encuentran de conformidad con 

el poder conferido y los requisitos de ley; se encuentran designadas las partes y la 

cuantía razonada no excede de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 

vigentes.  

 

           De manera que se ADMITE la presente demanda, que será tramitada en 

primera instancia; en consecuencia, atendiendo a lo preceptuado en el Decreto 

Legislativo No. 806 de 4 de junio de 20201 y el Acuerdo PCSJA20-11567 del 5 de 

junio de 20202, se dispone: 

 

1. Notifíquese el presente proveído a la parte demandante mediante anotación en 

estado electrónico, conforme al artículo 9 del Decreto Legislativo No 806 de 

20203, en concordancia con el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 de 

20204. 

 

2. Notifíquese personalmente al (i) Representante legal del Servicio Nacional de 

Aprendizaje o a quien haga sus veces, (ii) al Agente del Ministerio Público y (iii) 

al Director General de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, a través 

                                                           
1 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a 
los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y 
Ecológica.”. 
2 “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”. 
3 “Artículo 9. Notificación por estado y traslados. Las notificaciones por estado se fijarán virtualmente, 
con inserción de la providencia, y no será necesario imprimirlos, ni firmarlos por el secretario, ni dejar 
constancia con firma al pie de la providencia respectiva. (…)  
Los ejemplares de los estados y traslados virtuales se conservarán en línea para consulta permanente 
por cualquier interesado.” /se destaca/. 
4 “Artículo 29.  Publicación de contenidos con efectos procesales. Los despachos judiciales del país 
podrán publicar notificaciones, comunicaciones, traslados, avisos y otras publicaciones con efectos 
procesales en el portal Web de la Rama Judicial.” /se destaca/.  
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de mensaje dirigido al buzón electrónico dispuesto para notificaciones judiciales, 

en la forma señalada en el artículo 8 del Decreto Legislativo No 806 de 20205.  

  

3. Córrase traslado de la demanda por el término de treinta (30) días, de 

conformidad con lo señalado en el artículo 172 de la Ley 1437 de 2011; término 

que comenzará a correr conforme al artículo 8 (inciso 3º) del Decreto Legislativo 

No 806 de 20206. 

 

4. Infórmase al representante legal de la entidad demandada que, al tenor de lo 

dispuesto en el numeral 4º y parágrafo 1º del artículo 175 del C.P.A.C.A., debe 

enviar durante el término del traslado de la demanda el expediente administrativo 

que contenga los antecedentes del acto acusado; el incumplimiento de este deber 

legal constituye falta disciplinaria gravísima por parte del funcionario del asunto.  

 

Deberá enviar los documentos referidos al correo electrónico del Despacho 

jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co en formato PDF (en virtud del 

contenido de los artículos 2 del Decreto Legislativo No. 806 de 20207 y 28 del 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 20208). 

 

5. Reconócese personería al abogado Guillermo Jutinico Hortua, identificado con 

C.C. Nº 11.374.166 y T.P. Nº 47.074 del C.S.J., para actuar en representación de 

la parte demandante en los términos y para los fines del poder conferido. /archivo 

pdf “02demanda”, págs. 38-40/ 

 

6. Se REQUIERE a todos los sujetos procesales para que, si no lo han hecho, informen 

sus direcciones de correo electrónico personales mediante memorial dirigido al 

correo institucional distinguido en el numeral 4 precedente, debiendo los 

apoderados judiciales indicar aquella con la que se encuentran inscritos en el 

Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a 

                                                           
5 “Artículo 8. Notificaciones personales. Las notificaciones que deban hacerse personalmente también 
podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección 
electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío 
de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán 
por el mismo medio.” /se destaca/.  
6 “Artículo 8. Notificaciones personales. (…) 
La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles siguientes al 
envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación.” /se 
destaca/.  
7 “Artículo 2. Uso de ¡as tecnologías de la información y ¡as comunicaciones. Se deberán utilizar las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales  
y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, como también proteger a los 
servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones, audiencias y diligencias y se permitirá 
a los sujetos procesales actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales disponibles, 
evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o similares, que no sean estrictamente necesarias. 
Por tanto, las actuaciones no requerirán de firmas manuscritas o digitales, presentaciones personales 
o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse en medios físicos.” /se destaca/ 
8 “Artículo 28.  Uso de medios tecnológicos en las actuaciones judiciales. Los jueces y magistrados 
utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las actuaciones, comunicaciones, 
notificaciones, audiencias y diligencias, y permitirán a las partes, abogados, terceros e intervinientes 
actuar en los procesos mediante los medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir 
formalidades presenciales innecesarias. 
Los memoriales y demás comunicaciones podrán ser enviados o recibidos, por el despacho, partes, 
apoderados e intervinientes, por correo u otro medio electrónico evitando presentaciones o 
autenticaciones personales o adicionales de algún tipo.  
De preferencia se usará el formato PDF para los documentos escritos enviados o recibidos por medios 
electrónicos, usando algún mecanismo de firma para identificar al autor o emisor del documento e 
identificándolo con el número del radicado del proceso cuando corresponda.” /se destaca/ 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co
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lo prescrito en los artículos 3 del Decreto Legislativo No. 806 de 20209 y 13 del 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 202010. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRIGUEZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 02 ADMINISTRATIVO GIRARDOT 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

9976228d45b94489139d47a556431437b7b0edbf9c200a40b182f4fac01920a3 

Documento generado en 07/09/2020 03:56:23 p.m. 

                                                           
9 “Artículo 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y 
diligencias a través de medios tecnológicos. Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial 
competente, y a todos los demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del 
proceso o trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que 
realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las actuaciones y desde estos 
se surtirán todas las notificaciones, mientras no se informe un nuevo canal. Es deber de los sujetos 
procesales, en desarrollo de lo previsto en el artículo 78 numeral 5 del Código General del Proceso, 
comunicar cualquier cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las notificaciones se sigan  
surtiendo válidamente en la anterior.  
Todos los sujetos procesales cumplirán los deberes constitucionales y legales para colaborar 
solidariamente con la buena marcha del servicio público de administración de justicia. La autoridad 
judicial competente adoptará las medidas necesarias para garantizar su cumplimiento.” /se destaca/. 
10 “Artículo 31.  Correos electrónicos de abogados.  Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los 
procesos judiciales o administrativos deberán suministrar la dirección de correo electrónico para 
recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados litigantes inscritos en el Registro Nacional de 
Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o actualizar su cuenta de correo 
electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a través de la Unidad de 
Registro Nacional de Abogados.” /se destaca/ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, siete (7) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

                                                   

AUTO NO:                               1235 

RADICACIÓN:             25307-33-33-002-2020-00107-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – LABORAL 

DEMANDANTE:                         PASTOR RONDÓN PAVA     

DEMANDADO:               NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

 

1. ASUNTO 

 

El Despacho analiza la demanda de la referencia y al respecto observa que atendiendo 

a la cuantía carece de competencia.  

 

2. ANTECEDENTES 

 

La parte actora mediante libelo introductor /archivo pdf “02demanda”/, solicita se 

declare la nulidad del acto administrativo ficto mediante el cual la entidad 

demandada negó el reconocimiento de una pensión de vejez.  

 

3. CONSIDERACIONES 

 

El artículo 155 de la Ley 1437 de 2011, establece los asuntos en los que los Jueces 

Administrativos son competentes para asumir su conocimiento en primera instancia, 

consagrándose en su numeral 2 que tales Despachos Judiciales conocen 

 

“ART. 155. Competencia de los jueces administrativos en primera 

instancia. Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de 

los siguientes asuntos: 

(…) 

2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, 

que no provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se 

controviertan actos administrativos de cualquier autoridad, cuando la 

cuantía no exceda de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 

vigentes.” /Se destaca/ 

 

En el sub lite, la parte accionante persigue que su demanda sea tramitada en este 

Despacho en primera instancia en virtud de la estimación de la cuantía, la cual 

asciende a la suma de $64.617.160 de pesos /archivo pdf “02demanda, págs. 17 y 

18/, cifra contabilizada desde el mes de enero de 2018 hasta abril de 2020 /ídem/. 

Dicho valor supera el límite de cincuenta (50) salarios mínimos mensuales legales 
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vigentes1 que precisa el apartado legal citado, el cual ascendió a la suma de 

$43.890.150 para el año 2020, anualidad en la cual se presenta la demanda. 

 

Corolario de lo expuesto es que el proceso lo deberá tramitar el Tribunal 

Administrativo, tal como lo determina el numeral 2 del artículo 155 de la Ley 1437 

de 2011, por cuyo ministerio: 

 

“ART. 152. Competencia de los tribunales administrativos en primera 

instancia. Los tribunales administrativos conocerán en primera instancia 

de los siguientes asuntos: 

 

2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral 

que no provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se 

controviertan actos administrativos de cualquier autoridad, cuando la 

cuantía exceda de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 

vigentes.”/Se destaca/ 

 

Así las cosas, habrá de declararse la falta de competencia de este Juzgado, debiéndose 

en consecuencia disponer el envío del expediente para que se efectúe su reparto entre 

los Magistrados del Honorable Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección 

Segunda.  

 

Por lo expuesto se,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLÁRASE la falta de competencia para conocer en primera instancia de 

la demanda de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO instaurada por el señor 

PASTOR RONDÓN PAVA contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

 

SEGUNDO: Por Secretaría, REMÍTASE inmediatamente el expediente al Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda (Reparto), dejando las 

constancias respectivas 

 

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRIGUEZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 02 ADMINISTRATIVO GIRARDOT 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

dc8d72cdfc78cb73467431b849c18ac6ebf2cf134e8a2e62e9f3a963a1d7484c 

Documento generado en 07/09/2020 03:57:55 p.m. 

                                                           
1 El salario mínimo mensual para el año 2020 equivale a $ 877.803 pesos, según Decreto 2360 del 26 de 
diciembre de 2019. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, siete (7) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

                                                   

AUTO NO:                         1236 

RADICACIÓN: 25307-33-33-002-2020-00108-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE:                   LIGIA GARCÍA    

DEMANDADO:               NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y OTRO 

 

El Despacho analiza la demanda de la referencia y al respecto se observa lo siguiente: 

 

1. ANTECEDENTES 

 

La parte actora mediante libelo introductor /archivo pdf “02demanda”/, solicita se 

declare la nulidad del acto administrativo con radicado No. 20191092399411 

expedido por el Servicio al Cliente de la FIDUPREVISORA S.A., mediante el cual se 

negó el reconocimiento y pago de la sanción por mora de las cesantías solicitado. 

 

Señala en síntesis la parte demandante que: 

 

a. El 20 de junio de 2019, mediante escrito dirigido al FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FIDUPREVISORA S.A. y radicada en la 

Secretaria de Educación del Municipio de Fusagasugá, solicitó el pago de la 

indemnización moratorio por el no pago oportuno de las cesantías. 

 

b. Dicha Secretaría remitió la solicitud a la FIDUPREVISORA S.A., la cual negó lo 

solicitado con el acto administrativo demandado.  

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Ante todo, es pertinente señalar que la petición del 20 de junio de 2019 con la que el 

demandante solicitó el pago de la sanción por la mora de las cesantías fue resuelta 

por la Fiduprevisora, entidad que no es competente para decidir de fondo sobre lo 

pedido por la parte actora, como quiera que a la mentada sociedad fiduciaria solo le 

corresponde emitir el visto bueno a la liquidación de las prestaciones sociales y 

devolver los expedientes a la respectiva Secretaría de educación certificada ante la 

cual se encontrare afiliado el respectivo docente. 

 

Sobre el particular, el Honorable Consejo de Estado1, ha indicado que: 

                                                           
1 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN SEGUNDA -   
SUBSECCIÓN “B”, Consejera ponente: SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ, seis (6) de diciembre de dos mil dieciocho 
(2018) Radicación número: 25000-23-42-000-2015-01147-01(4383-17). 
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“[E]l Congreso de la República dispuso que las prestaciones sociales 

pagaderas a los docentes oficiales serían reconocidas y pagadas por el 

Fondo del Magisterio, mediante la aprobación del proyecto de resolución 

por parte de quien lo administre, el cual en todo caso debía ser elaborado 

por la Secretaría de Educación de la Entidad Territorial certificada 

correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. […] [L]a 

configuración del acto ficto o presunto producto del silencio 

administrativo negativo se produce, no solo ante la negativa por parte del 

ente administrativo a dar respuesta frente a una petición sino que también 

lo es cuando la administración a pesar de dar respuesta no resuelve de 

fondo la solicitud. […] [L]a solicitud frente al reconocimiento y pago de 

la sanción moratoria por el no pago oportuno de las cesantías, fue 

radicada ante la secretaría de educación de Cundinamarca - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, quien por considerarse 

carente de competencia, remitió la petición a la Fiduprevisora S.A. […] 

[L]a normatividad es clara en indicar que es el FONDO el responsable del 

reconocimiento de las cesantías y de la sanción moratoria que se genere 

por el pago inoportuno de las mismas, por lo cual, no existe razón alguna 

para que la petición haya sido remitida a la Fiduprevisora S.A., de manera 

que, se evidencia una injustificada omisión por parte de la entidad en dar 

respuesta de fondo al solicitante. [E]l FOMAG está en la obligación de 

pronunciarse o resolver de fondo frente a todas aquellas peticiones en 

torno al reconocimiento y pago de las prestaciones sociales y la eventual 

sanción moratoria que se llegare a causar por el pago inoportuno de las 

cesantías. [L]a respuesta dada por la Fiduprevisora S.A. ante la remisión 

de la petición incoada por el demandante, no puede ser considerada como 

un acto administrativo definitivo, en la medida que dicho órgano no era 

el llamado legalmente a ello ni tampoco se pronuncia de fondo en relación 

con lo solicitado, en la medida que indicó que no era la autoridad 

competente para resolver la petición. […] De la lectura del auto 

inadmisorio de la demanda y del que rechaza la misma, encuentra la Sala 

que el aquo erró en señalar y posteriormente insistir, que el acto 

administrativo enjuiciable en el caso bajo estudio es el expedido por la 

Fiduprevisora que niega las pretensiones del actor, ello en vista de que el 

mismo no tiene la calidad de ser discutido en esta jurisdicción. [E]l juez 

no debió requerir al demandante con el propósito de corregir el acto 

administrativo del cual se discute su legalidad en el caso de la referencia 

mediante auto inadmisorio, en consecuencia no debió operar la 

inadmisión de la demanda. Aun así, el demandante a través de apoderado 

judicial, allegó escrito de subsanación, señalando una vez más como acto 

enjuiciable el acto ficto o presunto en cita. Sin embargo el aquo, reiteró 

su posición lo que conllevó al rechazo equívoco de la demanda. […] [A]l 

tornarse innecesaria la inadmisión de la demanda dispuesta por el aquo 

mediante auto de fecha del 18 de noviembre de 2016 y al considerar que 

el actor no subsanó en debida forma la demanda, la decisión de 

rechazarla carece de sustento, razón por la que, la Sala procederá a 

revocar.” 

 

De lo anterior, es claro que en situaciones como la aquí tratadas, se debe demandar 

el acto administrativo ficto producto del silencio administrativo por parte del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
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Ahora bien, es necesario aclarar que por medio de la Ley 91 de 1989, se creó el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio2 como una cuenta especial de la 

Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería 

jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de 

economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. La mencionada 

ley en su artículo 4 dispuso que el FNPSM atendería las prestaciones sociales de los 

docentes nacionales y nacionalizados que se encontraran vinculados a la fecha de la 

promulgación de la referida Ley, y de los que se vinculen con posterioridad a ella, 

indicando en su artículo 5 numeral 1 que el objetivo de dicho Fondo es el de “Efectuar 

el pago de las prestaciones sociales del personal afiliado”. 

 

Entre tanto, el artículo 180 de la Ley 115 de 1994, por la cual creó el estatuto general 

de educación, señaló que las “prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales de Magisterio serán reconocidas por intermedio del 

Representante del Ministerio de Educación Nacional ante la entidad territorial a la 

que se encuentre vinculado el docente”; disposición que sería reiterada por la Ley 

962 de 2005 en el artículo 563, que en lo relativo al trámite de las solicitudes de 

reconocimiento y pago de prestaciones económicas de los docentes, dispuso: 

 

“ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL 

FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones 

sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación 

del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual 

debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 

certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El 

acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que 

llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad territorial.”  

 

Por su parte, el decreto 2831 de 2005 estableció que para el reconocimiento de 

prestaciones económicas a cargo del FNPSM, la radicación de la solicitudes debe 

efectuarse ante las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas 

a las cuales pertenezca el docente, en este sentido sus artículos 2 y 3 establecen: 

 

“ARTÍCULO 2°. Radicación de solicitudes. Las solicitudes de 

reconocimiento de prestaciones sociales, deberán ser radicadas en la 

secretaria de educación, o la dependencia o entidad que haga sus veces, 

de la respectiva entidad territorial certificada a cuya planta docente 

pertenezca o haya pertenecido el solicitante o causahabiente, de acuerdo 

con el formulario adoptado para el efecto por la sociedad fiduciaria 

encargada de administrar los recursos del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

                                                           
2 Artículo 3. Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta especial 
de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos 
recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado 
tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato 
de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de la 
presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, 
la cual será una suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen. 
La celebración del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación Nacional. 
El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación descentralizada de los 
servicios en cada entidad territorial sin afectar el principio de unidad. 
3 Reglamentada por el decreto 2531 de 2005. 
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La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, 

implementará un sistema de radicación único, que registre las solicitudes 

de reconocimiento de prestaciones económicas que deba pagar el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en forma simultánea en 

la respectiva entidad territorial certificada y en la sociedad fiduciaria y 

que permita a los solicitantes conocer electrónicamente el estado de su 

trámite.  

 

ARTÍCULO 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De 

acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el 

artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes 

relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las 

secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la 

dependencia que haga sus veces.” 

 

Con sustento en la anterior relación normativa e igualmente atendiendo a lo expuesto 

por el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 

Subsección A, en sentencia del 17 de noviembre de 2016 (Rad. Interno 1520-2014, 

C.P. Dr. William Hernández Gómez), se colige que el reconocimiento y pago de las 

prestaciones sociales del personal docente está a cargo de la NACIÓN – MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN NACIONAL - FNPSM, de acuerdo con el procedimiento que para tal 

efecto ha sido dispuesto por el legislador, en armonía con los principios de 

coordinación, concurrencia y subsidiariedad consagrados en el artículo 288 de la 

Carta Política, sin que pueda desvirtuarse con fundamento en la racionalización de 

los trámites, el hecho que sea el mentado Fondo el encargado de reconocer y pagar 

los derechos prestacionales del personal del magisterio. 

 

En este orden de exposición, no se perfila con atino la vinculación por pasiva de 

FIDUPREVISORA S.A., comoquiera que, se insiste, la NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO es el legalmente 

llamado a reconocer y pagar las prestaciones sociales de los docentes afiliados a dicho 

fondo. 

 

***** 

 

De manera que de conformidad con el artículo 170 del C.P.A.C.A, se le CONCEDE a 

la parte actora un término de DIEZ (10) DÍAS para CORREGIR la demanda de nulidad 

y restablecimiento del derecho en los siguientes aspectos: 

 

1. Deberá adecuar la pretensión tendiente a la nulidad, y demandar el acto 

administrativo ficto configurado por el silencio administrativo negativo de la 

NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO, conforme a lo expuesto. 

 

2. Así mismo, tendrá que dirigir la demanda solo frente a la NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, pues como 

se argumentó, se torna inane vincular por pasiva a la FIDUPREVISORA S.A.. 

 

3. Deberá integrar la demanda con la corrección en un solo escrito, debiéndola 

remitir al correo electrónico del Despacho 

jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co en formato PDF (en virtud del 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co
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contenido de los artículos 2 del Decreto Legislativo No. 806 de 20204 y 28 del 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 20205). 

 

4. Por reunir los requisitos de ley se reconoce personería a los abogados Sergio 

Manzano Macías, identificado con C.C. Nº 79.980.855 y T.P. Nº 141.305 del 

C.S.J., y Marco Antonio Manzano Vásquez, identificado con C.C. Nº 19.067.007 

y T.P. Nº 45.785 del C.S.J., para actuar como apoderado principal y sustituto en 

su orden en los términos y para los fines del poder conferido /archivo pdf 

“03anexos”, págs. 1 y 2/. 

  

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRIGUEZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 02 ADMINISTRATIVO GIRARDOT 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

6d1960af077c77ba8837f0d3d7229edc9c4db84f4560087f1f2e861bd73f0d55 

Documento generado en 07/09/2020 03:58:32 p.m. 

                                                           
4 “Artículo 2. Uso de ¡as tecnologías de la información y ¡as comunicaciones. Se deberán utilizar las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales  
y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, como también proteger a los 
servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones, audiencias y diligencias y se permitirá 
a los sujetos procesales actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales disponibles, 
evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o similares, que no sean estrictamente necesarias. 
Por tanto, las actuaciones no requerirán de firmas manuscritas o digitales, presentaciones personales 
o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse en medios físicos.” /se destaca/ 
5 “Artículo 28.  Uso de medios tecnológicos en las actuaciones judiciales. Los jueces y magistrados 
utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las actuaciones, comunicaciones, 
notificaciones, audiencias y diligencias, y permitirán a las partes, abogados, terceros e intervinientes 
actuar en los procesos mediante los medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir 
formalidades presenciales innecesarias. 
Los memoriales y demás comunicaciones podrán ser enviados o recibidos, por el despacho, partes, 
apoderados e intervinientes, por correo u otro medio electrónico evitando presentaciones o 
autenticaciones personales o adicionales de algún tipo.  
De preferencia se usará el formato PDF para los documentos escritos enviados o recibidos por medios 
electrónicos, usando algún mecanismo de firma para identificar al autor o emisor del documento e 
identificándolo con el número del radicado del proceso cuando corresponda.” /se destaca/ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, siete (7) de septiembre de dos mil veinte (2020) 

                                                   

AUTO NO:                         1237 

RADICACIÓN: 25307-33-33-002-2020-00113-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – LABORAL 

DEMANDANTE: WILSON PORTILLA ROJAS    

DEMANDADO: CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES - CREMIL 

 

El Despacho analiza la demanda de la referencia y al respecto observa que 

reúne los requisitos legales:  

  

          Las pretensiones y el concepto de violación se encuentran de conformidad con 

el poder conferido y los requisitos de ley; se encuentran designadas las partes y la 

cuantía razonada no excede de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 

vigentes.  

 

           De manera que se ADMITE la presente demanda, que será tramitada en 

primera instancia; en consecuencia, atendiendo a lo preceptuado en el Decreto 

Legislativo No. 806 de 4 de junio de 20201 y el Acuerdo PCSJA20-11567 del 5 de 

junio de 20202, se dispone: 

 

1. Notifíquese el presente proveído a la parte demandante mediante anotación en 

estado electrónico, conforme al artículo 9 del Decreto Legislativo No 806 de 

20203, en concordancia con el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 de 

20204. 

 

2. Notifíquese personalmente al (i) Director General de la Caja de Retiro de las 

Fuerzas Militares o a su delegado (ii) al Agente del Ministerio Público (iii) al 

Director General de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, a través 

                                                           
1 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a 
los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y 
Ecológica.”. 
2 “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan 
otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”. 
3 “Artículo 9. Notificación por estado y traslados. Las notificaciones por estado se fijarán virtualmente, 
con inserción de la providencia, y no será necesario imprimirlos, ni firmarlos por el secretario, ni dejar 
constancia con firma al pie de la providencia respectiva. (…)  
Los ejemplares de los estados y traslados virtuales se conservarán en línea para consulta permanente 
por cualquier interesado.” /se destaca/. 
4 “Artículo 29.  Publicación de contenidos con efectos procesales. Los despachos judiciales del país 
podrán publicar notificaciones, comunicaciones, traslados, avisos y otras publicaciones con efectos 
procesales en el portal Web de la Rama Judicial.” /se destaca/.  
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de mensaje dirigido al buzón electrónico dispuesto para notificaciones judiciales, 

en la forma señalada en el artículo 8 del Decreto Legislativo No 806 de 20205.  

  

3. Córrase traslado de la demanda por el término de treinta (30) días, de 

conformidad con lo señalado en el artículo 172 de la Ley 1437 de 2011; término 

que comenzará a correr conforme al artículo 8 (inciso 3º) del Decreto Legislativo 

No 806 de 20206. 

 

4. Infórmase al representante legal de la entidad demandada que, al tenor de lo 

dispuesto en el numeral 4º y parágrafo 1º del artículo 175 del C.P.A.C.A., debe 

enviar durante el término del traslado de la demanda el expediente administrativo 

que contenga los antecedentes de los actos acusados, así como la hoja de servicio 

de Wilson Portilla Rojas con cédula de ciudadanía No. 17.592.337; el 

incumplimiento de este deber legal constituye falta disciplinaria gravísima por 

parte del funcionario del asunto.  

 

Deberá enviar los documentos referidos al correo electrónico del Despacho 

jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co en formato PDF (en virtud del 

contenido de los artículos 2 del Decreto Legislativo No. 806 de 20207 y 28 del 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 20208). 

 

5. Reconócese personería al abogado Alfredo Francisco Landinez Mercado, 

identificado con C.C. Nº 77.010.539 y T.P. Nº 50.951 del C.S.J., para actuar en 

los términos y para los fines del poder conferido. /archivo pdf “03demanda”, 

págs. 14 y 15/. 

 

6. Se REQUIERE a todos los sujetos procesales para que, si no lo han hecho, informen 

sus direcciones de correo electrónico personales mediante memorial dirigido al 

correo institucional distinguido en el numeral 4 precedente, debiendo los 

apoderados judiciales indicar aquella con la que se encuentran inscritos en el 

                                                           
5 “Artículo 8. Notificaciones personales. Las notificaciones que deban hacerse personalmente también 
podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección 
electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío 
de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán 
por el mismo medio.” /se destaca/.  
6 “Artículo 8. Notificaciones personales. (…) 
La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles siguientes al 
envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación.” /se 
destaca/.  
7 “Artículo 2. Uso de ¡as tecnologías de la información y ¡as comunicaciones. Se deberán utilizar las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales  
y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, como también proteger a los 
servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones, audiencias y diligencias y se permitirá 
a los sujetos procesales actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales disponibles, 
evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o similares, que no sean estrictamente necesarias. 
Por tanto, las actuaciones no requerirán de firmas manuscritas o digitales, presentaciones personales 
o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse en medios físicos.” /se destaca/ 
8 “Artículo 28.  Uso de medios tecnológicos en las actuaciones judiciales. Los jueces y magistrados 
utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las actuaciones, comunicaciones, 
notificaciones, audiencias y diligencias, y permitirán a las partes, abogados, terceros e intervinientes 
actuar en los procesos mediante los medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir 
formalidades presenciales innecesarias. 
Los memoriales y demás comunicaciones podrán ser enviados o recibidos, por el despacho, partes, 
apoderados e intervinientes, por correo u otro medio electrónico evitando presentaciones o 
autenticaciones personales o adicionales de algún tipo.  
De preferencia se usará el formato PDF para los documentos escritos enviados o recibidos por medios 
electrónicos, usando algún mecanismo de firma para identificar al autor o emisor del documento e 
identificándolo con el número del radicado del proceso cuando corresponda.” /se destaca/ 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co


 3 

Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a 

lo prescrito en los artículos 3 del Decreto Legislativo No. 806 de 20209 y 13 del 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 202010. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRIGUEZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 02 ADMINISTRATIVO GIRARDOT 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

ffafe6ff78c707c02883c60c32196d0c3fd87cb3c70f883384847f6398807060 

Documento generado en 07/09/2020 03:59:29 p.m. 

                                                           
9 “Artículo 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y 
diligencias a través de medios tecnológicos. Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial 
competente, y a todos los demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del 
proceso o trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que 
realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las actuaciones y desde estos 
se surtirán todas las notificaciones, mientras no se informe un nuevo canal. Es deber de los sujetos 
procesales, en desarrollo de lo previsto en el artículo 78 numeral 5 del Código General del Proceso, 
comunicar cualquier cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las notificaciones se sigan  
surtiendo válidamente en la anterior.  
Todos los sujetos procesales cumplirán los deberes constitucionales y legales para colaborar 
solidariamente con la buena marcha del servicio público de administración de justicia. La autoridad 
judicial competente adoptará las medidas necesarias para garantizar su cumplimiento.” /se destaca/. 
10 “Artículo 31.  Correos electrónicos de abogados.  Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los 
procesos judiciales o administrativos deberán suministrar la dirección de correo electrónico para 
recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados litigantes inscritos en el Registro Nacional de 
Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o actualizar su cuenta de correo 
electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a través de la Unidad de 
Registro Nacional de Abogados.” /se destaca/ 



 1 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, siete (7) de septiembre de dos mil veinte (2020) 

 

AUTO NO:                         1243 

RADICACIÓN: 25307-33-33-002-2019-00190-00 

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA – ACTIO IN REM VERSO 

DEMANDANTES:                 JORGE ALBERTO LAMADRID OVIEDO Y OTROS1  

DEMANDADO:               ES.E. HOSPITAL SAN ANTONIO DE ARBELÁEZ 

 

Se rememora que a través de proveído de fecha 10 de febrero de 2020 se admitió la 

demanda /fl.198 vte y vto cdno – Archivo PDF “1-2019-00190 RD. JORGE A. 

LAMADRID” págs. 234-235 del expediente digital”/; a su vez, en el numeral 3 se 

ordenó a la parte demandante depositar en la Cuenta Única Nacional, la suma de 

cuarenta mil pesos M/CTE ($40.000.oo), por concepto de gastos ordinarios del 

proceso, con el fin de realizar la notificación a la entidad demandada. 

 

Sin embargo, en acatamiento a lo dispuesto en el Decreto Legislativo No. 806 del 4 

de junio de 20202, dicha carga no es requisito para continuar con el trámite de la 

demanda, razón por la cual el Despacho DISPONE: 

 

1. Notifíquese personalmente al (i) Representante Legal de la ESE Hospital San 

Antonio de Arbeláez – Cundinamarca, (ii) al Agente del Ministerio Público y (iii) 

al Director General de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, a través 

de mensaje dirigido al buzón electrónico dispuesto para notificaciones judiciales, 

en la forma señalada en el artículo 8 del Decreto Legislativo No 806 de 20203.  

 

2. Córrase traslado de la demanda por el término de treinta (30) días, de 

conformidad con lo señalado en el artículo 172 de la Ley 1437 de 2011; término 

que comenzará a correr conforme al artículo 8 (inciso 3º) del Decreto Legislativo 

No 806 de 20204. 

 

3. Infórmese al Representante Legal de la ESE demandada, que al tenor de lo 

dispuesto en el numeral 4° del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, debe aportar 

durante el término del traslado de la demanda todas las pruebas que tenga en su 

poder y que pretenda hacer valer en el proceso, el incumplimiento de este deber 

legal constituye falta disciplinaria gravísima por parte del funcionario del asunto. 

 

                                                           
1 Fabio Alberto Chaparro Rubio, Leonardo García Romero, Néstor Raúl Barona Díaz, Pedro Ernesto 
Manrique Manrique y Daniel Enrique Díaz Zúñiga.  
2 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a 
los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y 
Ecológica.”. 
3 “Artículo 8. Notificaciones personales. Las notificaciones que deban hacerse personalmente también 
podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección 
electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío 
de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán 
por el mismo medio.” /se destaca/.  
4 “Artículo 8. Notificaciones personales. (…) 
La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles siguientes al 
envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación.” /se 
destaca/.  



 2 

Deberá enviar los documentos referidos al correo electrónico del Despacho 

jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co en formato PDF (en virtud del 

contenido de los artículos 2 del Decreto Legislativo No. 806 de 20205 y 28 del 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 20206). 

 

4. SE REQUIERE a todos los sujetos procesales para que, si no lo han hecho, informen 

sus direcciones de correo electrónico personales mediante memorial dirigido al 

correo institucional distinguido en el numeral 3 precedente, debiendo los 

apoderados judiciales indicar aquella con la que se encuentran inscritos en el 

Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a 

lo prescrito en los artículos 3 del Decreto Legislativo No. 806 de 20207 y 13 del 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 20208. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRIGUEZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 02 ADMINISTRATIVO GIRARDOT 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

84eacfbd219f14b2b1d9b13a4d4723ae61ae734a7ce73b04ec841fee37c7acc3 

Documento generado en 07/09/2020 03:47:36 p.m. 

                                                           
5 “Artículo 2. Uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones. Se deberán utilizar las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales 
y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, como también proteger a los 
servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones, audiencias y diligencias y se permitirá 
a los sujetos procesales actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales disponibles, 
evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o similares, que no sean estrictamente necesarias. 
Por tanto, las actuaciones no requerirán de firmas manuscritas o digitales, presentaciones personales 
o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse en medios físicos.” /se destaca/ 
6 “Artículo 28.  Uso de medios tecnológicos en las actuaciones judiciales. Los jueces y magistrados 
utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las actuaciones, comunicaciones, 
notificaciones, audiencias y diligencias, y permitirán a las partes, abogados, terceros e intervinientes 
actuar en los procesos mediante los medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir 
formalidades presenciales innecesarias. 
Los memoriales y demás comunicaciones podrán ser enviados o recibidos, por el despacho, partes, 
apoderados e intervinientes, por correo u otro medio electrónico evitando presentaciones o 
autenticaciones personales o adicionales de algún tipo.  
De preferencia se usará el formato PDF para los documentos escritos enviados o recibidos por medios 
electrónicos, usando algún mecanismo de firma para identificar al autor o emisor del documento e 
identificándolo con el número del radicado del proceso cuando corresponda.” /se destaca/ 
7 “Artículo 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y 
diligencias a través de medios tecnológicos. Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial 
competente, y a todos los demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del 
proceso o trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que 
realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las actuaciones y desde estos 
se surtirán todas las notificaciones, mientras no se informe un nuevo canal. Es deber de los sujetos 
procesales, en desarrollo de lo previsto en el artículo 78 numeral 5 del Código General del Proceso, 
comunicar cualquier cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las notificaciones se sigan 
surtiendo válidamente en la anterior.  
Todos los sujetos procesales cumplirán los deberes constitucionales y legales para colaborar 
solidariamente con la buena marcha del servicio público de administración de justicia. La autoridad 
judicial competente adoptará las medidas necesarias para garantizar su cumplimiento.” /se destaca/. 
8 “Artículo 31.  Correos electrónicos de abogados.  Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los 
procesos judiciales o administrativos deberán suministrar la dirección de correo electrónico para 
recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados litigantes inscritos en el Registro Nacional de 
Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o actualizar su cuenta de correo 
electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a través de la Unidad de 
Registro Nacional de Abogados.” /se destaca/ 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co


 1 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, siete (7) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

                                                   

AUTO NO:                         1244 

RADICACIÓN: 25307-33-33-002-2019-00248-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:                  GILBERTO GARCÍA PÉREZ 

DEMANDADO:               NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO     

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

 

Se rememora que a través de proveído de fecha 9 de diciembre de 2019 se admitió la 

demanda /fls. 29 y 30 cdno ppal – Archivo PDF “1-2019-0034 NR.GILBERTO 

GARCIA P” págs. 42 -45 del expediente digital”; a su vez, en el numeral 3 se ordenó 

a la parte demandante depositar en la Cuenta Única Nacional, la suma de cuarenta 

mil pesos M/CTE ($40.000.oo), por concepto de gastos ordinarios del proceso, con el 

fin de realizar la notificación a la entidad demandada. 

 

Sin embargo, en acatamiento a lo dispuesto en el Decreto Legislativo No. 806 del 4 

de junio de 20201, dicha carga no es requisito para continuar con el trámite de la 

demanda, razón por la cual el Despacho DISPONE: 

 

1. Notifíquese personalmente a la (i) Ministra de Educación Nacional o su Delegado 

(ii) al Agente del Ministerio Público y (iii) al Director General de la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado, a través de mensaje dirigido al buzón 

electrónico dispuesto para notificaciones judiciales, en la forma señalada en el 

artículo 8 del Decreto Legislativo No 806 de 20202.  

 

2. Córrase traslado de la demanda por el término de treinta (30) días, de 

conformidad con lo señalado en el artículo 172 de la Ley 1437 de 2011; término 

que comenzará a correr conforme al artículo 8 (inciso 3º) del Decreto Legislativo 

No 806 de 20203. 

 

3. Por Secretaría del Despacho, requiérase a la Secretaría de Educación de 

Cundinamarca, para que se sirva allegar dentro de los diez (10) días siguientes 

contados a partir de la recepción del oficio, el expediente administrativo que 

contenga los antecedentes de los actos administrativos acusados, así como el 

expediente prestacional del señor GILBERTO GARCÍA PÉREZ, identificado con cédula 

de ciudadanía No. 6.755.331. 

 

                                                           
1 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a 
los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y 
Ecológica.”. 
2 “Artículo 8. Notificaciones personales. Las notificaciones que deban hacerse personalmente también 
podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección 
electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío 
de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán 
por el mismo medio.” /se destaca/.  
3 “Artículo 8. Notificaciones personales. (…) 
La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles siguientes al 
envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación.” /se 
destaca/.  



 2 

Deberá enviar los documentos referidos al correo electrónico del Despacho 

jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co en formato PDF (en virtud del 

contenido de los artículos 2 del Decreto Legislativo No. 806 de 20204 y 28 del 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 20205). 

 

4. SE REQUIERE a todos los sujetos procesales para que, si no lo han hecho, informen 

sus direcciones de correo electrónico personales mediante memorial dirigido al 

correo institucional distinguido en el numeral 3 precedente, debiendo los 

apoderados judiciales indicar aquella con la que se encuentran inscritos en el 

Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a 

lo prescrito en los artículos 3 del Decreto Legislativo No. 806 de 20206 y 13 del 

Acuerdo PCSJA20-11567 de 20207. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRIGUEZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 02 ADMINISTRATIVO GIRARDOT 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

1c141bfac8aa7602ad3de3291d292de67e4785ff7a9dfcf48ad19ec9470d36cb 

Documento generado en 07/09/2020 03:50:50 p.m. 

                                                           
4 “Artículo 2. Uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones. Se deberán utilizar las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales 
y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, como también proteger a los 
servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones, audiencias y diligencias y se permitirá 
a los sujetos procesales actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales disponibles, 
evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o similares, que no sean estrictamente necesarias. 
Por tanto, las actuaciones no requerirán de firmas manuscritas o digitales, presentaciones personales 
o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse en medios físicos.” /se destaca/ 
5 “Artículo 28.  Uso de medios tecnológicos en las actuaciones judiciales. Los jueces y magistrados 
utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las actuaciones, comunicaciones, 
notificaciones, audiencias y diligencias, y permitirán a las partes, abogados, terceros e intervinientes 
actuar en los procesos mediante los medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir 
formalidades presenciales innecesarias. 
Los memoriales y demás comunicaciones podrán ser enviados o recibidos, por el despacho, partes, 
apoderados e intervinientes, por correo u otro medio electrónico evitando presentaciones o 
autenticaciones personales o adicionales de algún tipo.  
De preferencia se usará el formato PDF para los documentos escritos enviados o recibidos por medios 
electrónicos, usando algún mecanismo de firma para identificar al autor o emisor del documento e 
identificándolo con el número del radicado del proceso cuando corresponda.” /se destaca/ 
6 “Artículo 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y 
diligencias a través de medios tecnológicos. Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial 
competente, y a todos los demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del 
proceso o trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que 
realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las actuaciones y desde estos 
se surtirán todas las notificaciones, mientras no se informe un nuevo canal. Es deber de los sujetos 
procesales, en desarrollo de lo previsto en el artículo 78 numeral 5 del Código General del Proceso, 
comunicar cualquier cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las notificaciones se sigan 
surtiendo válidamente en la anterior.  
Todos los sujetos procesales cumplirán los deberes constitucionales y legales para colaborar 
solidariamente con la buena marcha del servicio público de administración de justicia. La autoridad 
judicial competente adoptará las medidas necesarias para garantizar su cumplimiento.” /se destaca/. 
7 “Artículo 31.  Correos electrónicos de abogados.  Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los 
procesos judiciales o administrativos deberán suministrar la dirección de correo electrónico para 
recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados litigantes inscritos en el Registro Nacional de 
Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o actualizar su cuenta de correo 
electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a través de la Unidad de 
Registro Nacional de Abogados.” /se destaca/ 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co


 1 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, siete (7) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

                                                   

AUTO NO:                         1247  

RADICACIÓN: 25307-33-33-002-2020-00085-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:                  EDWARD ALFONSO AMAYA JIMÉNEZ  

DEMANDADO:               MUNICIPIO DE FUSAGASUGÁ -SECRETARÍA DE MOVILIDAD 

 

 

Del estudio preliminar de la demanda, se observa que no reúne el requisito de 

procedibilidad exigido en el numeral 1 del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, por 

las razones que pasan a explicarse: 

 

Pretende la parte actora la nulidad de la Resolución No. 201960742 del 20 de 

noviembre de 2019 que declaró contravencionalmente responsable al actor por la 

infracción de tránsito contenida en el artículo 131 de la Ley 769 de 2002, modificada 

por la Ley 1383 de 2010, e impuso una sanción con multa de 15 salarios mínimos 

diarios legales vigentes y, la Resolución No. 20191536 del12 de diciembre de 2019, 

que decidió el recurso de reposición y confirmó la decisión primigenia.  

 

Ahora bien, la Ley 1437 de 2011 en su artículo 161, estableció la obligatoriedad de 

intentar la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad respecto de las 

demandas de nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa y 

controversias contractuales, veamos:   

 

“Artículo 161. Requisitos previos para demandar. La presentación de la 

demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los 

siguientes casos: 

 

1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la 

conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda 

demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad con 

restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias 

contractuales. 

 

En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial 

siempre y cuando no se encuentre expresamente prohibida. 

 

Cuando la administración demande un acto administrativo que ocurrió 

por medios ilegales o fraudulentos, no será necesario el procedimiento 

previo de conciliación. 

  

(…)”. 

 

De esta manera, las pretensiones invocadas por el actor tienen el carácter conciliable, 

subsistiendo la obligación de agotar el requisito de procedibilidad, previo a acudir a 

esta jurisdicción, con el fin de emitir pronunciamiento en relación con la declaratoria 

de nulidad de las decisiones administrativas objeto de censura.  
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En virtud de lo anterior, deberá incorporar a la presente actuación la documentación 

respectiva que acredite el cumplimiento del citado requisito, trámite que ha de 

cumplirse ante la Procuraduría General de la Nación. 

 

Así mismo, deberá estimar razonadamente la cuantía, enunciando dicho valor y 

especificando su origen.  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo Administrativo de Girardot, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

presentada por el señor EDWARD ALFONSO AMAYA JIMÉNEZ.  

 

SEGUNDO: ORDENAR a la parte demandante que subsane la falencia indicada, 

dentro del término de diez (10) días, so pena de rechazo de la demanda. 

 

De la subsanación de la demanda y los documentos que demuestren el cumplimiento 

del requisito de la conciliación extrajudicial, deberán ser remitidos al correo 

electrónico del Despacho jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co en formato PDF 

(en virtud del contenido de los artículos 2 del Decreto Legislativo No. 806 de 20201 

y 28 del Acuerdo PCSJA20-11567 de 20202). 

 

TERCERO: Por reunir los requisitos de ley se reconoce personería al abogado JAVIER 

DARÍO CASTRO ESPINOSA, identificado con cédula de ciudadanía No. 7.166.593 y 

portador de la tarjeta profesional de abogado No. 275.549 del Consejo Superior de la 

Judicatura, como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para 

los efectos del poder a él conferido3. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRIGUEZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 02 ADMINISTRATIVO GIRARDOT 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

                                                           
1 “Artículo 2. Uso de las tecnologías de la información y ¡as comunicaciones. Se deberán utilizar las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales 
y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, como también proteger a los 
servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.  
Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones, audiencias y diligencias y se permitirá 
a los sujetos procesales actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales disponibles, 
evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o similares, que no sean estrictamente necesarias. 
Por tanto, las actuaciones no requerirán de firmas manuscritas o digitales, presentaciones personales 
o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse en medios físicos.” /se destaca/ 
2 “Artículo 28.  Uso de medios tecnológicos en las actuaciones judiciales. Los jueces y magistrados 
utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las actuaciones, comunicaciones, 
notificaciones, audiencias y diligencias, y permitirán a las partes, abogados, terceros e intervinientes 
actuar en los procesos mediante los medios tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir 
formalidades presenciales innecesarias. 
Los memoriales y demás comunicaciones podrán ser enviados o recibidos, por el despacho, partes, 
apoderados e intervinientes, por correo u otro medio electrónico evitando presentaciones o 
autenticaciones personales o adicionales de algún tipo.  
De preferencia se usará el formato PDF para los documentos escritos enviados o recibidos por medios 
electrónicos, usando algún mecanismo de firma para identificar al autor o emisor del documento e 
identificándolo con el número del radicado del proceso cuando corresponda.” /se destaca/ 
3 Archivo PDF ”1”Pág. 28 del expediente digital. 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Código de verificación: 

78505a969831eb934761c44adc258a121d9588f23496a44c8ce104d73aa53d44 

Documento generado en 07/09/2020 03:51:53 p.m. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, siete (7) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

                                                   

AUTO NO:                         1253 

RADICACIÓN: 25307-33-33-002-2017-00125-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO – LABORAL 

DEMANDANTE:                   CARLOS ALBERTO MORALES SANTOS    

DEMANDADO:               NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJÉRCITO 

NACIONAL 

 

En el desarrollo de la audiencia de pruebas de que trata el artículo 181 de la Ley 1437 

de 2011, se requirió a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJÉRCITO NACIONAL 

para que aportara la documentación distinguida en el numeral 3.1. del auto de 

pruebas proferido en la audiencia inicial. /ver pág. 272, archivo pdf ‘01expediente’/. 

 

Revisado el expediente, observa el Despacho que, salvo el documento relacionado en 

el literal b) del mentado numeral, a la fecha la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL – EJÉRCITO NACIONAL no ha cumplido con la carga que le fue impuesta. 

 

Por lo anterior, se requerirá por tercera vez a la parte demandada para que se sirva 

adelantar las gestiones necesarias para acatar lo ordenado, so pena de la imposición 

de las sanciones correctivas que prevé la Ley. 

 

Por lo expuesto se, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: SE REQUIERE por TERCERA VEZ a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL – EJÉRCITO NACIONAL para que en el lapso perentorio de DIEZ (10) DÍAS a 

partir de la notificación de esta providencia, dada su condición de sujeto procesal, 

aporte la documentación distinguida en el numeral 3.1 del auto de pruebas /págs. 

244 y 245 archivo pdf ‘01expediente’/, so pena de la imposición de las sanciones 

correctivas que prevé la Ley. 

 

SEGUNDO: SE REQUIERE a todos los sujetos procesales para que, si no lo han hecho, 

informen sus direcciones de correo electrónico personales mediante memorial 

dirigido al correo institucional jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co, debiendo 

los apoderados judiciales indicar aquella con la que se encuentran inscritos en el 

Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a lo 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co
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prescrito en los artículos 3 del Decreto Legislativo No. 806 de 20201 y 13 del Acuerdo 

PCSJA20-11567 de 20202. 

 

 

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRIGUEZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 02 ADMINISTRATIVO GIRARDOT 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

8656531940b1a1d991ef4642c60a1459b4ff0e823e1c6dbe9887f4e7c7dc5bcc 

Documento generado en 07/09/2020 04:00:20 p.m. 

                                                           
1 “Artículo 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y 
diligencias a través de medios tecnológicos. Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial 
competente, y a todos los demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del 
proceso o trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que 
realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las actuaciones y desde estos 
se surtirán todas las notificaciones, mientras no se informe un nuevo canal. Es deber de los sujetos 
procesales, en desarrollo de lo previsto en el artículo 78 numeral 5 del Código General del Proceso, 
comunicar cualquier cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las notificaciones se sigan  
surtiendo válidamente en la anterior.  
Todos los sujetos procesales cumplirán los deberes constitucionales y legales para colaborar 
solidariamente con la buena marcha del servicio público de administración de justicia. La autoridad 
judicial competente adoptará las medidas necesarias para garantizar su cumplimiento.” /se destaca/. 
2 “Artículo 31.  Correos electrónicos de abogados.  Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los 
procesos judiciales o administrativos deberán suministrar la dirección de correo electrónico para 
recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados litigantes inscritos en el Registro Nacional de 
Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o actualizar su cuenta de correo 
electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a través de la Unidad de 
Registro Nacional de Abogados.” /se destaca/ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, siete (7) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

                                                   

AUTO NO:                         1254 

RADICACIÓN: 25307-33-33-002-2018-00071-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:                   CARLOS ALBERTO HERRERA CLAVIJO  

DEMANDADO:               NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJÉRCITO NACIONAL   

 

Mediante Auto del diecisiete (17) de febrero de 2020, se corrió traslado de una 

prueba documental y se señaló que en caso de que no hubiera oposición se declararía 

clausurada la etapa probatoria y se continuaría con el trámite procesal 

correspondiente. /fl. 120 archivo pdf ‘02expediente1a’/. 

 

Conforme a la constancia secretarial obrante a folio 123 del archivo pdf 

‘02expediente1a’, no hubo pronunciamiento de las partes. 

 

Por lo anterior, y al considerarse innecesaria la celebración de la audiencia de 

alegaciones y juzgamiento de que trata el artículo 182 de la Ley 1437 de 2011, se 

correrá traslado a las partes y al Ministerio Público para que presenten alegatos de 

conclusión y concepto, respectivamente. 

 

Por lo expuesto se, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: SE CORRE traslado a las partes y al Ministerio Público, por el término 

común de diez (10) días para que presenten por escrito los alegatos de conclusión y 

concepto, respectivamente, los cuales deberán presentarse electrónicamente, en 

formato PDF (art. 2 Dto. Legislativo 806/201 y art. 28 Acuerdo PCSJA20-

                                                           
1 Dicho precepto señala: 

“Artículo 2. Uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones. Se deberán 

utilizar las tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite 

de los procesos judiciales   

y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, como también 
proteger a los servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público.   

Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones, audiencias y diligencias 

y se permitirá  

a los sujetos procesales actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales 

disponibles, evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o similares, que no sean 

estrictamente necesarias.  



 

2 
 

2 

11567/202), al correo institucional del Despacho 

jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

SEGUNDO: SE REQUIERE a todos los sujetos procesales para que, si no lo han hecho, 

informen sus direcciones de correo electrónico personales mediante memorial 

dirigido al correo institucional jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co, debiendo 

los apoderados judiciales indicar aquella con la que se encuentran inscritos en el 

Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a lo 

prescrito en los artículos 3 del Decreto Legislativo No. 806 de 20203 y 13 del Acuerdo 

PCSJA20-11567 de 20204. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRIGUEZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 02 ADMINISTRATIVO GIRARDOT 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

                                                           
Por tanto, las actuaciones no requerirán de firmas manuscritas o digitales, 

presentaciones personales o autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse 

en medios físicos.” /se destaca/ 

2 Emitido por el Consejo Superior de la Judicatura. Dicho canon estipula: 

“Artículo 28.  Uso de medios tecnológicos en las actuaciones judiciales. Los jueces y 

magistrados utilizarán preferencialmente los medios tecnológicos para todas las 

actuaciones, comunicaciones, notificaciones, audiencias y diligencias, y permitirán a las 

partes, abogados, terceros e intervinientes actuar en los procesos mediante los medios 

tecnológicos disponibles, evitando exigir y cumplir formalidades presenciales 

innecesarias.  

Los memoriales y demás comunicaciones podrán ser enviados o recibidos, por el 

despacho, partes, apoderados e intervinientes, por correo u otro medio electrónico 

evitando presentaciones o autenticaciones personales o adicionales de algún tipo.   

De preferencia se usará el formato PDF para los documentos escritos enviados o recibidos 

por medios electrónicos, usando algún mecanismo de firma para identificar al autor o 

emisor del documento e identificándolo con el número del radicado del proceso cuando 

corresponda.” /se destaca/. 
3 “Artículo 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y 
diligencias a través de medios tecnológicos. Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial 
competente, y a todos los demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del 
proceso o trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que 
realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  
Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las actuaciones y desde estos 
se surtirán todas las notificaciones, mientras no se informe un nuevo canal. Es deber de los sujetos 
procesales, en desarrollo de lo previsto en el artículo 78 numeral 5 del Código General del Proceso, 
comunicar cualquier cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las notificaciones se sigan  
surtiendo válidamente en la anterior.  
Todos los sujetos procesales cumplirán los deberes constitucionales y legales para colaborar 
solidariamente con la buena marcha del servicio público de administración de justicia. La autoridad 
judicial competente adoptará las medidas necesarias para garantizar su cumplimiento.” /se destaca/. 
4 “Artículo 31.  Correos electrónicos de abogados.  Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los 
procesos judiciales o administrativos deberán suministrar la dirección de correo electrónico para 
recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados litigantes inscritos en el Registro Nacional de 
Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o actualizar su cuenta de correo 
electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a través de la Unidad de 
Registro Nacional de Abogados.” /se destaca/ 

mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:jadmin02gir@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Código de verificación: 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, siete (7) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

                                                   

AUTO NO. 1265 

RADICACIÓN: 25307-33-33-002-2020-00142-00 

PROCESO:                                    PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS 

DEMANDANTE:                           ELIANA PATRICIA QUINTERO GARCÍA 

  DEMANDADO:    MUNICIPIO DE GIRARDOT, EMPRESA DE AGUAS DE GIRARDOT, 

   RICAURTE Y LA REGIÓN - ACUAGYR E.S.P S.A y el 

   CONDOMINIO EL PEÑÓN 

 

Analizada la acción popular interpuesta por la señora ELIANA PATRICIA QUINTERO 

GARCIA contra el MUNICIPIO DE GIRARDOT, EMPRESA DE AGUAS DE GIRARDOT, RICAURTE Y 

LA REGIÓN - ACUAGYR E.S.P S.A y el CONDOMINIO EL PEÑÓN, se observa:   

 

1. Que los derechos o intereses colectivos presuntamente amenazados se 

encuentran indicados en el escrito. 

2. Que los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan la acción, se 

encuentran descritos. 

3. Que las pretensiones se encuentran debidamente enunciadas. 

4. Que las autoridades presuntamente responsables de la amenaza o 

agravio se encuentran debidamente indicadas. 

5. En el expediente se encuentran las pruebas que se pretenden hacer valer 

y las direcciones para notificaciones se encuentran debidamente 

enunciadas. 

6. Que el escrito cuenta con el nombre e identificación de quien ejerce la 

acción.  

 

En virtud de lo anterior, por reunir los requisitos previstos en el artículo 18 de la Ley 

472 de 1998, este Despacho admitirá la Acción Popular promovida por la señora 

ELIANA PATRICIA QUINTERO GARCÍA contra el MUNICIPIO DE GIRARDOT, EMPRESA DE AGUAS 

DE GIRARDOT, RICAURTE Y LA REGIÓN - ACUAGYR E.S.P S.A y el CONDOMINIO EL PEÑÓN.  

 

En consecuencia, se 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: ADMÍTASE la presente acción popular adelantada por la señora ELIANA 

PATRICIA QUINTERO GARCÍA en contra del MUNICIPIO DE GIRARDOT, de la EMPRESA DE AGUAS 

DE GIRARDOT, RICAURTE Y LA REGIÓN - ACUAGYR E.S.P S.A y del CONDOMINIO EL PEÑÓN.  

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE personalmente el presente proveído, la demanda y sus 

anexos al Representante Legal del MUNICIPIO DE GIRARDOT, al Representante Legal de 

la EMPRESA DE AGUAS DE GIRARDOT, RICAURTE S.A. E.S.P. REGIÓN ACUAGYR S.A. E.S.P., al 



 2 

Representante Legal del CONDOMINIO EL PEÑON  -o quienes hagan sus veces-, al 

DEFENSOR DEL PUEBLO y al AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO,  a través de mensaje dirigido 

al buzón electrónico dispuesto para notificaciones judiciales, en la forma señalada en 

el artículo 8 del Decreto Legislativo No 806 de 20201, en concordancia con  lo 

dispuesto en el artículo 21 de la Ley 472 de 1998.  

 

TERCERO: CÓRRASE TRASLADO de la demanda por el término de diez (10) días, de 

conformidad con lo señalado en el artículo 22 de la Ley 472 de 1998; término que 

comenzará a correr conforme al artículo 8 (inciso 3º) del Decreto Legislativo No 806 

de 20202. 

 

CUARTO: INFÓRMESE a la comunidad la existencia de este proceso a través de un 

medio masivo de comunicación, conforme lo señala el artículo 21 de la Ley 472 de 

1998, cuya publicación estará a cargo de la parte actora. Para ello, por la Secretaría 

del Despacho, REMÍTASE OFICIO al correo electrónico de la parte actora, con el fin 

de cumplir con esta exigencia de ley, debiendo dicho extremo procesal acreditar la 

publicación dentro de los cinco (5) días siguientes del envío del mensaje de datos por 

parte de la Secretaría del Juzgado.   

 

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRIGUEZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 02 ADMINISTRATIVO GIRARDOT 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

b85b61a26c538e63751829b2cad922ee9231717dcd252a73ec39c6ce9ba15a08 

Documento generado en 07/09/2020 03:45:46 p.m. 

                                                 
1 “Artículo 8. Notificaciones personales. Las notificaciones que deban hacerse personalmente también 
podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección 
electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío 
de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán 
por el mismo medio.” /se destaca/.  
2 “Artículo 8. Notificaciones personales. (…) 
La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles siguientes al 
envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación.” /se 
destaca/.  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GIRARDOT 

 

Girardot, siete (7) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

                                                   

AUTO NO. 1266 

RADICACIÓN: 25307-33-33-002-2020-00142-00 

PROCESO:                                    PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS 

DEMANDANTE:                           ELIANA PATRICIA QUINTERO GARCÍA 

  DEMANDADO:    MUNICIPIO DE GIRARDOT, EMPRESA DE AGUAS DE GIRARDOT, 

   RICAURTE Y LA REGIÓN - ACUAGYR E.S.P S.A y el 

   CONDOMINIO EL PEÑÓN 

CÓRRASE TRASLADO por el término de 5 días contados a partir de la notificación de 

este proveído, al MUNICIPIO DE GIRARDOT, a la EMPRESA DE AGUAS DE 

GIRARDOT, RICAURTE Y LA REGION - ACUAGYR E.S.P S.A y el CONDOMINIO EL 

PEÑON, de la solicitud de la medida cautelar elevada por la parte accionante visible 

en la pagina 15 del Archivo PDF “02demanda” del expediente digital, conforme lo 

ordena el inciso 2º del artículo 233 de la Ley 1437 de 2011, aplicable por remisión 

expresa del artículo 229 - parágrafo ídem. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

Firmado Por: 

 

JUAN FELIPE CASTAÑO RODRIGUEZ  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 02 ADMINISTRATIVO GIRARDOT 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

55bbd40ee4c07ff366d201111a67b8e6cbff5436e4666859711b256d936fe61f 

Documento generado en 07/09/2020 03:46:22 p.m. 


